
 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Yudy Andrea Sánchez Méndez 
Demandado : Subred Integrada de Servicios de Salud Centro Oriente E.S.E. 
Expediente : 11001-3335-014-2022-00022-00 

 
El TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA – SECCIÓN TERCERA – 
SUBSECCIÓN “E”, a través de la providencia proferida el ocho (8) de mayo de dos 
mil veintitrés (2023)1, DIRIMIÓ conflicto negativo de competencias suscitado entre 
este Despacho y el Juzgado Treinta y Nueve (39) Administrativo del Circuito Judicial 
de Bogotá - Sección Cuarta, y definió que la competencia para tramitar el proceso, 
era del Juzgado Catorce (14) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá D.C. – 
Sección Segunda. Corolario de lo anterior, se avocará el conocimiento y se 
continuará con la actuación que corresponde para el presente caso. 

 

Comoquiera que el proceso de la referencia se encuentra para realizar el estudio 
previo de admisión, el Despacho evidencia que el Doctor Germán Gómez 
González, identificado(a) con cédula de ciudadanía N° 19.474.049 y tarjeta 
profesional N° 62.666 del Consejo Superior de la Judicatura, quien obra como 
apoderado de la parte accionante, señora Yudy Andrea Sánchez Méndez, tiene 
una sanción vigente que le suspende su tarjeta profesional para el ejercicio de la 
profesión de abogado, procede el Despacho a resolver teniendo en cuenta las 
siguientes: 
 

CONSIDERACIONES 
 
El artículo 159 del Código General del Proceso establece las causales de 
interrupción del proceso, así:  

 

ARTÍCULO 159. CAUSALES DE INTERRUPCIÓN. El proceso o la actuación 

posterior a la sentencia se interrumpirá: 

 

(…) 2. Por muerte, enfermedad grave o privación de la libertad del apoderado judicial 

de alguna de las partes, o por inhabilidad, exclusión o suspensión en el ejercicio de 
la profesión de abogado. Cuando la parte tenga varios apoderados para el mismo 

proceso, la interrupción solo se producirá si el motivo afecta a todos los apoderados 

constituidos. 

 

 
1 Documento digital 

“8_250002315000202300087001AUTOQUERESUEL20230508082519_8_AUTOQUERESUELVECONFLICTODECO
MPETENCIAS -ndice_ 11_8.pdf”, del expediente virtual. 
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(…) La interrupción se producirá a partir del hecho que la origine, pero si este sucede 

estando el expediente al despacho, surtirá efectos a partir de la notificación de la 

providencia que se pronuncie seguidamente. Durante la interrupción no correrán los 

términos y no podrá ejecutarse ningún acto procesal, con excepción de las medidas 

urgentes y de aseguramiento.”  (Énfasis del Despacho). 
 
Ahora bien, la Comisión Nacional de Disciplina Judicial le impuso al Doctor Germán 
Gómez González, abogado identificado con tarjeta profesional No. 62.666 una 
suspensión de 6 meses desde el 05 de mayo hasta el 04 de noviembre de 2023, tal 
como se puede constatar en la certificación expedida por la entidad, así:  

 
 
Teniendo en cuenta la situación planteada, el Despacho considera que la misma se 
enmarca en la causal 2 del artículo 159 del Código General del Proceso para la 
interrupción del proceso.  
 
Una vez verificado el expediente se observa que el Doctor Germán Gómez 
González obra como único representante judicial de la señora Yudy Andrea 
Sánchez Méndez, conforme al poder allegado junto con la demanda2, motivo por el 
cual resulta pertinente dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 160 del Código 
General del Proceso, que señala:  
 

 
2 Documento digital “004Poder.pdf”, del expediente virtual. 
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“ARTÍCULO 160. CITACIONES. El juez, inmediatamente tenga 
conocimiento del hecho que origina la interrupción, ordenará notificar por 
aviso al cónyuge o compañero permanente, a los herederos, al albacea con 

tenencia de bienes, al curador de la herencia yacente o a la parte cuyo 
apoderado falleció o fue excluido o suspendido del ejercicio de la profesión, 
privado de la libertad o inhabilitado, según fuere el caso. 

 

Los citados deberán comparecer al proceso dentro de los cinco (5) días 
siguientes a su notificación. Vencido este término, o antes cuando concurran 

o designen nuevo apoderado, se reanudará el proceso. 

 

Quienes pretendan apersonarse en un proceso interrumpido, deberán presentar 

las pruebas que demuestren el derecho que les asista.” (Énfasis del despacho).  
 
En ese orden de ideas, se ordenará que por Secretaría se le notifique por aviso la 
señora Yudy Andrea Sánchez Méndez, informándole lo acaecido con su 
representante judicial y requiriéndole para que en el término de cinco (5) días 
designe nuevo apoderado(a) que la represente, requisito indispensable para 
continuar con el trámite del proceso, en virtud de lo consagrado en el artículo 160 
de la Ley 1437 de 2011, que dispone:  
 

“ARTÍCULO 160. DERECHO DE POSTULACIÓN. Quienes comparezcan al 

proceso deberán hacerlo por conducto de abogado inscrito, excepto en los 

casos en que la ley permita su intervención directa.”  
 
De igual manera, se le debe advertir al accionante que de no cumplir con las órdenes 
impuestas por el Despacho se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 178 de 
la Ley 1437 de 2011, que consagra:  
 

“ARTÍCULO 178. DESISTIMIENTO TÁCITO. Transcurrido un plazo de treinta 

(30) días sin que se hubiese realizado el acto necesario para continuar el trámite 

de la demanda, del incidente o de cualquier otra actuación que se promueva a 

instancia de parte, el Juez ordenará a la parte interesada mediante auto que lo 

cumpla dentro de los quince (15) días siguientes. 

 

Vencido este último término sin que el demandante o quien promovió el trámite 

respectivo haya cumplido la carga o realizado el acto ordenado, quedará sin 

efectos la demanda o la solicitud, según el caso, y el juez dispondrá la 

terminación del proceso o de la actuación correspondiente, condenará en 

costas y perjuicios siempre que como consecuencia de la aplicación de esta 

disposición haya lugar al levantamiento de medidas cautelares. 

 

El auto que ordena cumplir la carga o realizar el acto y el que tiene por desistida 

la demanda o la actuación, se notificará por estado. 

 

Decretado el desistimiento tácito, la demanda podrá presentarse por segunda 

vez, siempre que no haya operado la caducidad.”  
 
En consecuencia, este Juzgado 
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RESUELVE 

 
PRIMERO: OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo resuelto por el TRIBUNAL 
ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA – SECCIÓN SEGUNDA – 
SUBSECCIÓN “E”, a través de la providencia del ocho (8) de mayo de dos mil 
veintitrés (2023), y en tal sentido AVOCAR el conocimiento de la presente acción. 
 
SEGUNDO: Se ORDENA interrumpir el proceso de la referencia por la causal 
consagrada en el numeral 2 del artículo 159 del Código General del Proceso, hasta 
el vencimiento del término de que trata el inciso siguiente.  
 
TERCERO: Por Secretaria NOTIFICAR POR AVISO a la señora Yudy Andrea 
Sánchez Méndez informándole la suspensión disciplinaria del Doctor Germán 
Gómez González y requiriéndole para que en el término de cinco (5) días designe 
nuevo apoderado, requisito indispensable para continuar con el trámite del proceso, 
en virtud de lo consagrado en el artículo 160 de la Ley 1437 de 2011.  
 
CUARTO: ADVERTIR a la accionante que de no cumplir con las órdenes impuestas 
por el Despacho se dará aplicación a lo dispuesto en el artículo 178 de la Ley 1437 
de 2011.  
 
QUINTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115673 y PCSJA20-115814, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
SEXTO: DÉJENSE las constancias del caso.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

 

CASS 

 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se 

dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 

acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Manuel Antonio Rubio Dueñas 
Demandado : Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio y Bogotá Distrito 
Capital - Secretaría de Educación Distrital 

Vinculado: : Fiduciaria La Previsora S.A. 
Expediente : 11001-3335-014-2023-00009-00 

 
I. Resolución de excepciones previas. 

 
Revisada la contestación de la demanda presentada por el Ministerio de 
Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio1, se observa que formuló la excepción de mérito de inexistencia de la 
obligación, la previa de Caducidad y la mixta de Falta de legitimación en la causa 
por pasiva. 
 
Así, de acuerdo con lo previsto en el parágrafo 2º del artículo 175 de la Ley 1437 de 
2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, las excepciones de 
mérito serán analizadas en la sentencia, puesto que están encaminadas a 
controvertir el derecho reclamado, mientras que frente a las excepciones previas 
que no requieran práctica de pruebas, como es el caso, se decidirán antes de la 
audiencia inicial, no sin antes advertir que la parte demandada remitió el 
correspondiente traslado de las excepciones a la parte demandante el día 01 de 
agosto de 20232, en concordancia con el artículo 201A de la Ley 1437 de 2011, 
adicionado por el artículo 51 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Excepción de caducidad.  
 
Relativo a este medio exceptivo, la apoderada del Ministerio de Educación Nacional 
- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, señaló que el asunto de 
la referencia está sujeto a término de caducidad en atención al desarrollo 
jurisprudencia que existe en el tema.  
 
Analizando lo planteado por la entidad, se observa que se refiere al tema de la 
caducidad de una manera general, sin expresar situaciones concretas respecto de 
la demanda objeto de estudio. No obstante, el Despacho se permite precisar que en 
el presente caso se tiene como acto administrativo demandado el ficto o presunto 
constituido por el silencio administrativo negativo respecto de la PETICIÓN E-2021- 
212673 DE 17 DE SEPTIEMBRE DE 2021, radicada ante la Secretaría Distrital de 
Educación de Bogotá D.C, motivo por el cual la demanda puede ser presentada en 
cualquier tiempo de conformidad con lo dispuesto en el literal d) del numeral 1° del 
artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, que señala:  
 

“ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 
demanda deberá ser presentada: 
1. En cualquier tiempo, cuando: 

 
1 Expediente digital. PDF “07 CONTESTACION DEMANDA SANCION MORATORIA LEY 50 MANUEL ANTONIO RUBIO DUEÑAS” 
2 Expediente digital. PDF “06 CorreoRadicaMemorial” 



(…)  
d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; (…)”  

 
Ante lo dicho, el Despacho considera que la excepción que alega el Ministerio de 
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, no 
tiene vocación de prosperidad, esto es así, porque el presente caso no se encuentra 
sujeto a un término de caducidad.  
 
En conclusión, se declarará NO probada la excepción de caducidad, propuesta 
por la entidad demandada. 
 
En lo concerniente a la excepción mixta de Falta de legitimación en la causa por 
pasiva, su resolución se difiere a la sentencia, toda vez que está encaminada a 
atacar la relación jurídica sustancial que se debate en la presente Litis.  
 
Por otro lado, Bogotá Distrito Capital - Secretaría de Educación Distrital no 
allegó contestación a la demanda, encontrándose vencido el término legal.  
 

II. Medidas para el desarrollo de las audiencias a través del uso de 
herramientas tecnológicas. 

 
En desarrollo de las medidas para adelantar las actuaciones judiciales de los medios 
de control previstos en la Ley 1437 de 2011 en el marco de las leyes 2080 de 2021 
y 2213 de 2022, este Despacho hace uso de las herramientas digitales para dar 
continuidad a las audiencias en las cuales se deberán tener en cuenta los siguientes 
parámetros: 
 

1. Las audiencias se realizarán por medios virtuales a través del aplicativo 
Lifesize, para lo cual se enviará invitación de conexión desde el correo de 
notificaciones judiciales de este Despacho, a las partes y sus apoderados 
para que se conecten en la hora y fecha indicada en el presente auto.  
 

2. Los asistentes deben disponer de una conexión óptima a través de 
computador o equipo celular que garantice su permanencia durante la 
duración de la diligencia, con uso de cámara y micrófono para poder 
intervenir. 
 
La conexión se hace a través de PC o a través de teléfono celular, para lo 
cual el interviniente debe unirse en línea a través del enlace que suministre 
el Despacho.  

 
3. El lugar que disponga cada uno de los intervinientes de la audiencia debe 

estar alejado de ruidos o distracciones externas que alteren el curso normal 
de la videograbación. Deben además cuidar su presentación personal por 
cuanto la utilización de medios virtuales no le resta formalidad a la diligencia. 
 

4. Para efectos de lo anterior, dentro de los 03 días siguientes a la notificación 
de este auto, las partes y sus apoderados deben indicarle a este Despacho 
la dirección electrónica a través de la cual se conectarán a la audiencia 
virtual, con el fin de poder enviarles la invitación y el link para su realización.  
 

5. A más tardar el tercer día hábil antes de la fecha programada para la 
audiencia, los intervinientes deberán aportar por medios electrónicos al 
correo de notificaciones del juzgado en formato PDF los siguientes 
documentos: 
 



- Poder legalmente conferido para ejercer la representación judicial si 
acuden como apoderados principales o sustitutos, junto con la respectiva 
tarjeta profesional de abogado en caso de no estar previamente 
reconocidos en el proceso. Se advierte que, si no se reciben tales 
documentos dentro del plazo otorgado anterior a la fecha de la audiencia 
virtual, NO podrán intervenir en la diligencia. 
 

- Digitalización de acta o de la certificación proferida por el Comité de 
Conciliación de las entidades públicas, en donde conste la decisión 
adoptada referente a la posibilidad de conciliar en el caso concreto, para 
efectos de las audiencias de que tratan los artículos 180 numeral 8º y 247 
numeral 2° del CPACA modificado por el artículo 67 de la Ley 2080 de 
2021. 

 
- Copia escaneada por ambas caras de los documentos de identificación si 

acuden como testigos o peritos con el fin de cotejar su identidad al 
momento de la instalación de la audiencia virtual. 

 
6. Se advierte que es carga de las partes preparar su intervención y conocer el 

expediente previo a la realización de la audiencia. Para ello deben consultar 
los documentos que a lo largo de las actuaciones se han dado a conocer 
mediante correo electrónico o solicitar el acceso al expediente digital.  

 
7. Atender las instrucciones que se brinden por el funcionario del juzgado.  

  
Como quiera que el término de traslado de la demanda ya se encuentra vencido de 
conformidad con los artículos 179 y 180 del CPACA modificados por la Ley 2080 de 
2021, el Despacho DISPONE: 
 
PRIMERO: DECLARAR NO PROBADA la excepción previa de caducidad 
planteada por el Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, conforme a lo expuesto en el presente auto. 
 
SEGUNDO: DIFERIR a la sentencia la resolución de la excepción de mérito y la 
excepción mixta de Falta de legitimación en la causa por pasiva planteadas por la 
Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, conforme a lo expuesto en el presente auto. 
 
TERCERO: CITAR a las partes para la celebración de AUDIENCIA INICIAL 
(modalidad virtual), el día 19 de septiembre de 2023 a las 9:30 a.m., a través de 
la aplicación Lifesize. Para acceder a la audiencia programada se debe utilizar el 
link que aparece en el correo electrónico de invitación. 
 
CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA para actuar como apoderada principal de 
la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, a la Dra. Sandra Milena Burgos Beltrán, identificada con 
C.C. No. 45.532.162 y T.P. No. 132.578 del C.S. de la J., en los términos y para los 
efectos del poder conferido3. 
 
QUINTO: ACEPTAR la sustitución de poder presentada por la Dra. Sandra Milena 
Burgos Beltrán y en consecuencia RECONOCER PERSONERÍA para actuar 
como apoderada sustituta de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, a la Dra. Karen Eliana Rueda 
Agredo, identificada con C.C. No. 1.018.443.763 y T.P. No. 260.125 del C.S. de la 
J., en los términos y para los efectos del poder conferido4. 

 
3 Expediente digital. PDF “09 ESCRITUPAR PÃ_BLICA 1264 DE 2023 - PODER GENERAL. SANDRA BURGOS” 
4 Expediente digital. PDF “08 PODERES ZONA 1.. (9) (1)-675-676” 



 
SEXTO: PREVENIR a los apoderados de las partes que la comparecencia a esta 
audiencia es obligatoria, ya que de no existir causa justificada que impida su 
concurrencia, se impondrá la sanción pecuniaria prevista en el numeral 4° del citado 
artículo 180 de la Ley 1437 de 2011. 
 
SÉPTIMO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales 
a su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115675 y PCSJA20-115816, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 
únicamente al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

MCHL 

 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Derly Alejandra Mosquera Camilo 
Demandado : Distrito Capital de Bogotá – Secretaría de Integración Social 
Expediente : 11001-3335-014-2023-00112-00 

 
La Ley 1437 de 20111, en sus artículos 161 a 167 establece los requisitos de las 
demandas de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se 
INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la ley, por 
auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que 
adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de 
rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. El numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la demanda 
deberá contener “la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer 
valer. En todo caso, éste deberá aportar todas las documentales que se encuentre 
en su poder”. 
 
Así mismo, el artículo 166, numeral 2º, de la norma en cita dispone que a la 
demanda deberá acompañarse “los documentos y pruebas anticipadas que se 
pretenda hacer valer y que se encuentren en poder del demandante”. 
 
En vigencia del CGP aplicable por remisión normativa del artículo 306 del CPACA, 
se instituye allí la prohibición de solicitar al juez la práctica de pruebas para obtener 
información o documentos que las partes pudieron conseguir directamente o 
mediante derecho de petición, salvo causas justificadas3, y de igual forma 
respecto de las oportunidades probatorias, el inciso segundo del artículo 173 del 
CGP señala: “(…). El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, 
directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte 
que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá 
acreditarse sumariamente.” 
 
A la luz de las disposiciones contenidas en el CGP, estas promueven la solidaridad 
de las partes en la actividad y carga probatoria de acuerdo con lo normado en su 
artículo 78 numeral 8º y así mismo, se acude a la doctrina de la carga dinámica de 
la prueba4, estimulando el recaudo de las mismas con antelación a la promoción del 
proceso judicial. 

 
1 Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 
3 Código General del Proceso. “ARTÍCULO 78. DEBERES DE LAS PARTES Y SUS APODERADOS. Son deberes de las partes y sus apoderados: (…) 
10. Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiere podido 
conseguir.” 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-086 de 24 de febrero de 2016. MP. Jorge Iván Palacio Palacio. “Esta institución pretende que quien concurre a un 
proceso en calidad de parte asuma un rol activo y no se limite a refugiarse en la diligencia del juez ni se beneficie de las dificultades probatorias o mala 



 
2 

 
Por lo cual, se constituye en una carga de la parte demandante aportar los 
siguientes documentos: 
 

“d) Copia de los convenios interadministrativos celebrados con la Secretaría de 
Educación del Distrito identificados con números: 
 

” 
 

En caso de no contar la parte demandante con tales documentos, debe acreditar 
ante este Despacho que interpuso derecho de petición ante la entidad respectiva, 
allegando copia del mismo, respecto de la solicitud de prueba documental 
previamente relacionada en la demanda. 
 
Lo anterior, por cuanto es carga de la parte demandante allegar las pruebas 
documentales que pretenda hacer valer y que se encuentren en su poder, o en su 
defecto, debe acreditar la radicación de petición(es) elevada(s) ante la autoridad 
correspondiente para la consecución de las pruebas cuyo recaudo pretende 
trasladar al Despacho según el acápite ya mencionado del libelo introductorio. En 
caso contrario, se dará aplicación a lo previsto en el citado artículo 173 del Código 
General del Proceso y el Despacho se abstendrá de ordenar la práctica de las 
pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido 
conseguir la parte que las solicite. 
 
2. De igual manera, la parte accionante debe aportar los documentos relacionados 
en los numerales 6, 7 y 10 del acápite de pruebas documentales, so pena de que 
los mismos se tengan por no presentados, bien sea:  
 

“6. Publicación Alcaldía de Bogotá de fecha 28 de junio de 2013 - 
https://bogota.gov.co/historicoalcaldia/maestras-de-la-secretaria-de-
integracion-social-pasaran-la-planta-de 
7. Noticia de fecha 15 de abril de 2014 “Maestras del Distrito Iniciarán proceso 
de Laboralización” página WEB Alcaldía Bogotá – Secretaría de Integración 
Social 

 
fortuna de su contraparte. En otras palabras, “las partes en el proceso deben cumplir con el deber de diligencia en lo que pretenden probar. Ninguna 
debe obrar con inercia porque ello causa que las consecuencias adversas de la decisión sean deducidas en su contra. El proceso no premia la estrategia 
sino la solución del conflicto con la participación de las partes”. En el ordenamiento jurídico colombiano el postulado del “onus probandi” (…) en el artículo 
177 del Código de Procedimiento Civil de 1970 con la regla según la cual “incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran 
el efecto jurídico que ellas persiguen”, con excepción expresa de los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas. 6.2.- Sin embargo, el 
principio de la carga de la prueba (onus probandi) es un postulado general que admite excepciones en cuanto a la demostración de ciertos hechos. 
Algunas excepciones son derivadas del reconocimiento directo de un acontecimiento por cualquiera que se halle en capacidad de observarlo debido a 
su amplia difusión (hechos notorios). (…) Y otras son consecuencia de la existencia de presunciones legales o de derecho, donde “a la persona el sujeto 
procesal favorecido con la presunción solo le basta demostrar el hecho conocido que hace creíble el hecho principal y desconocido, de cuya prueba está 
exento”.” 
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(https://www.integracionsocial.gov.co/index.php/noticias/116-otros/807-
maestras-del-distritoiniciarian-proceso-de-laboralizacion. 
(…) 
10. Auto interlocutorio de sala radicado 11001-03-25-000-2020-00483-00.”  

 
Lo anterior por cuanto solo se suministra un enlace vía web que, si bien es una ruta 
de acceso, no es el documento en sí mismo, debido a que no garantiza la 
inalterabilidad del documento, ya que el link puede fenecer en cualquier momento. 
Además, dichas pruebas no cumplen con las previsiones de los artículos 243 y 245 
del CGP, que establecen: 
 

“ARTÍCULO 243. DISTINTAS CLASES DE DOCUMENTOS. Son documentos 
los escritos, impresos, planos, dibujos, cuadros, mensajes de datos, 
fotografías, cintas cinematográficas, discos, grabaciones magnetofónicas, 
videograbaciones, radiografías, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, 
sellos y, en general, todo objeto mueble que tenga carácter representativo o 
declarativo, y las inscripciones en lápidas, monumentos, edificios o similares. 
 
(…) 
 
ARTÍCULO 245. APORTACIÓN DE DOCUMENTOS. Los documentos se 
aportarán al proceso en original o en copia. (...)” (Énfasis del Despacho)  

 
3. El artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, “Por medio de la cual se reforma el Código 
De Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 De 
2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos 
que se tramitan ante la jurisdicción”, adicionó un numeral al artículo 162 de la Ley 
1437 de 2011, disponiendo sobre el contenido de la demanda, lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá 
dirigirse a quien sea competente y contendrá: 
 
(…) 
 
8. Adicionado por el art. 35, Ley 2080 de 2021. El demandante, al presentar 
la demanda, simultáneamente, deberá enviar por medio electrónico copia 
de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten 
medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 
notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 
cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 
secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación 
se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte 
demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus 
anexos.  
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos 
sus anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se 
limitará al envío del auto admisorio al demandado”. (Negrillas del Despacho). 

 
Así las cosas, una vez revisada la documentación anexa a la demanda, no se 
observa documento en el que se haga constar que la demanda bajo estudio fue 
enviada a la entidad demandada en la forma prevista por la norma transcrita, por lo 
que, durante el término de subsanación, la parte demandante deberá acreditar el 
debido acatamiento de esta disposición. 
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá allegarla al correo de 
correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico el número de radicado del 
proceso (23 dígitos), el juzgado, las partes y que se trata de la SUBSANACIÓN, 
esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del expediente. 
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Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115675 y PCSJA20-115816, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Para tal fin, los documentos deberán ser enviados de 
manera digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Derly Alejandra Mosquera 
Camilo en contra de la Distrito Capital de Bogotá – Secretaría de Integración 
Social, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda 
en los términos dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONÓZCASE PERSONERÍA para actuar al doctor Jorge Lucas 
Tolosa Zambrano7, identificado con cédula de ciudadanía N° 1.019.044.860 y 
tarjeta profesional N° 245.302 del Consejo Superior de la Judicatura, en los términos 
y para los fines del poder conferido8.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

MCHL 

 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
7 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado digital de antecedentes 
disciplinarios de abogados N° 3547137, a la fecha no registra sanciones en su contra. 
8 Expediente digital. PDF “002 DEMANDA” Folios 16-17 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Firmado Por:

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 8a1102113d8e529d426c3155e4e7baf001498e0127acd325a7840a3b52d52a81

Documento generado en 28/08/2023 02:16:38 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Luz Dary Londoño Forero 
Demandado : Distrito Capital de Bogotá – Secretaría de Integración Social 
Expediente : 11001-3335-014-2023-00116-00 

 
La Ley 1437 de 20111, en sus artículos 161 a 167 establece los requisitos de las 
demandas de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se 
INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la ley, por 
auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que 
adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de 
rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. El numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala que la demanda 
deberá contener “la petición de las pruebas que el demandante pretende hacer 
valer. En todo caso, éste deberá aportar todas las documentales que se encuentre 
en su poder”. 
 
Así mismo, el artículo 166, numeral 2º, de la norma en cita dispone que a la 
demanda deberá acompañarse “los documentos y pruebas anticipadas que se 
pretenda hacer valer y que se encuentren en poder del demandante”. 
 
En vigencia del CGP aplicable por remisión normativa del artículo 306 del CPACA, 
se instituye allí la prohibición de solicitar al juez la práctica de pruebas para obtener 
información o documentos que las partes pudieron conseguir directamente o 
mediante derecho de petición, salvo causas justificadas3, y de igual forma 
respecto de las oportunidades probatorias, el inciso segundo del artículo 173 del 
CGP señala: “(…). El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, 
directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte 
que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá 
acreditarse sumariamente.” 
 
A la luz de las disposiciones contenidas en el CGP, estas promueven la solidaridad 
de las partes en la actividad y carga probatoria de acuerdo con lo normado en su 
artículo 78 numeral 8º y así mismo, se acude a la doctrina de la carga dinámica de 
la prueba4, estimulando el recaudo de las mismas con antelación a la promoción del 
proceso judicial. 

 
1 Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 
3 Código General del Proceso. “ARTÍCULO 78. DEBERES DE LAS PARTES Y SUS APODERADOS. Son deberes de las partes y sus apoderados: (…) 
10. Abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiere podido 
conseguir.” 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-086 de 24 de febrero de 2016. MP. Jorge Iván Palacio Palacio. “Esta institución pretende que quien concurre a un 
proceso en calidad de parte asuma un rol activo y no se limite a refugiarse en la diligencia del juez ni se beneficie de las dificultades probatorias o mala 
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Por lo cual, se constituye en una carga de la parte demandante aportar los 
siguientes documentos: 
 

“d) Copia de los convenios interadministrativos celebrados con la Secretaría de 
Educación del Distrito identificados con números: 
 

” 
 

En caso de no contar la parte demandante con tales documentos, debe acreditar 
ante este Despacho que interpuso derecho de petición ante la entidad respectiva, 
allegando copia del mismo, respecto de la solicitud de prueba documental 
previamente relacionada en la demanda. 
 
Lo anterior, por cuanto es carga de la parte demandante allegar las pruebas 
documentales que pretenda hacer valer y que se encuentren en su poder, o en su 
defecto, debe acreditar la radicación de petición(es) elevada(s) ante la autoridad 
correspondiente para la consecución de las pruebas cuyo recaudo pretende 
trasladar al Despacho según el acápite ya mencionado del libelo introductorio. En 
caso contrario, se dará aplicación a lo previsto en el citado artículo 173 del Código 
General del Proceso y el Despacho se abstendrá de ordenar la práctica de las 
pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido 
conseguir la parte que las solicite. 
 
2. De igual manera, la parte accionante debe aportar los documentos relacionados 
en los numerales 6, 7 y 10 del acápite de pruebas documentales, so pena de que 
los mismos se tengan por no presentados, bien sea:  
 

“6. Publicación Alcaldía de Bogotá de fecha 28 de junio de 2013 - 
https://bogota.gov.co/historicoalcaldia/maestras-de-la-secretaria-de-
integracion-social-pasaran-la-planta-de 
7. Noticia de fecha 15 de abril de 2014 “Maestras del Distrito Iniciarán proceso 
de Laboralización” página WEB Alcaldía Bogotá – Secretaría de Integración 
Social 
(https://www.integracionsocial.gov.co/index.php/noticias/116-otros/807-
maestras-del-distritoiniciarian-proceso-de-laboralizacion. 
(…) 

 
fortuna de su contraparte. En otras palabras, “las partes en el proceso deben cumplir con el deber de diligencia en lo que pretenden probar. Ninguna 
debe obrar con inercia porque ello causa que las consecuencias adversas de la decisión sean deducidas en su contra. El proceso no premia la estrategia 
sino la solución del conflicto con la participación de las partes”. En el ordenamiento jurídico colombiano el postulado del “onus probandi” (…) en el artículo 
177 del Código de Procedimiento Civil de 1970 con la regla según la cual “incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran 
el efecto jurídico que ellas persiguen”, con excepción expresa de los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas. 6.2.- Sin embargo, el 
principio de la carga de la prueba (onus probandi) es un postulado general que admite excepciones en cuanto a la demostración de ciertos hechos. 
Algunas excepciones son derivadas del reconocimiento directo de un acontecimiento por cualquiera que se halle en capacidad de observarlo debido a 
su amplia difusión (hechos notorios). (…) Y otras son consecuencia de la existencia de presunciones legales o de derecho, donde “a la persona el sujeto 
procesal favorecido con la presunción solo le basta demostrar el hecho conocido que hace creíble el hecho principal y desconocido, de cuya prueba está 
exento”.” 
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10. Auto interlocutorio de sala radicado 11001-03-25-000-2020-00483-00.”  
 
Lo anterior por cuanto solo se suministra un enlace vía web que, si bien es una ruta 
de acceso, no es el documento en sí mismo, aunado a que no garantiza la 
inalterabilidad del documento, y que el link puede fenecer en cualquier momento. 
Además, dichas pruebas no cumplen con las previsiones de los artículos 243 y 245 
del CGP, que establecen: 
 

“ARTÍCULO 243. DISTINTAS CLASES DE DOCUMENTOS. Son documentos 
los escritos, impresos, planos, dibujos, cuadros, mensajes de datos, 
fotografías, cintas cinematográficas, discos, grabaciones magnetofónicas, 
videograbaciones, radiografías, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, 
sellos y, en general, todo objeto mueble que tenga carácter representativo o 
declarativo, y las inscripciones en lápidas, monumentos, edificios o similares. 
 
(…) 
 
ARTÍCULO 245. APORTACIÓN DE DOCUMENTOS. Los documentos se 
aportarán al proceso en original o en copia. (...)” (Énfasis del Despacho)  

 
3. El artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, “Por medio de la cual se reforma el Código 
De Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 De 
2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos 
que se tramitan ante la jurisdicción”, adicionó un numeral al artículo 162 de la Ley 
1437 de 2011, disponiendo sobre el contenido de la demanda, lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá 
dirigirse a quien sea competente y contendrá: 
 
(…) 
 
8. Adicionado por el art. 35, Ley 2080 de 2021. El demandante, al presentar 
la demanda, simultáneamente, deberá enviar por medio electrónico copia 
de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten 
medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 
notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 
cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 
secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación 
se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte 
demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus 
anexos.  
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos 
sus anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se 
limitará al envío del auto admisorio al demandado”. (Negrillas del Despacho). 

 
Así las cosas, una vez revisada la documentación anexa a la demanda, no se 
observa documento en el que se haga constar que la demanda bajo estudio fue 
enviada a la entidad demandada en la forma prevista por la norma transcrita, por lo 
que, durante el término de subsanación, la parte demandante deberá acreditar el 
debido acatamiento de esta disposición. 
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá allegarla al correo de 
correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico el número de radicado del 
proceso (23 dígitos), el juzgado, las partes y que se trata de la SUBSANACIÓN, 
esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
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continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115675 y PCSJA20-115816, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Para tal fin, los documentos deberán ser enviados de 
manera digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Luz Dary Londoño Forero en 
contra de la Distrito Capital de Bogotá – Secretaría de Integración Social, por 
las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda 
en los términos dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONÓZCASE PERSONERÍA para actuar al doctor Jorge Lucas 
Tolosa Zambrano7, identificado con cédula de ciudadanía N° 1.019.044.860 y 
tarjeta profesional N° 245.302 del Consejo Superior de la Judicatura, en los términos 
y para los fines del poder conferido8.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

MCHL 

 
5 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
6 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
7 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado digital de antecedentes 
disciplinarios de abogados N° 3547137, a la fecha no registra sanciones en su contra. 
8 Expediente digital. PDF “002 DEMANDA” Folios 17-18 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante : José Leonardo de la Cruz Narváez  
Demandado : Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP  
Expediente : 11001-3335-014-2023-00120-00 

 
Allegada por reparto a este juzgado la presente demanda promovida por la parte 
demandante José Leonardo de la Cruz Narváez contra la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión Pensional Contribuciones Parafiscales de la Protección Social 
– UGPP, corresponderá verificar si el conocimiento corresponde a este Despacho 
judicial, así: 

 
CONSIDERACIONES 

 
Respecto del factor de competencia por razón del territorio, la Ley 2080 del 25 de 
enero de 2021 “Por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan 
otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 
ante la jurisdicción” en su artículo 31 modificó la regla de competencia territorial de 
la siguiente manera: 
 

“ARTÍCULO 31. Modifíquese el artículo 156 de la Ley 1437 de 2011, el 
cual quedará así:  
 
ARTÍCULO 156. COMPETENCIA POR RAZÓN DEL TERRITORIO. 
Para la determinación de la competencia por razón del territorio se 
observarán las siguientes reglas:  
 
(…) 3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de 
carácter laboral se determinará por el último lugar donde se prestaron o 
debieron prestarse los servicios. Cuando se trate de derechos 
pensionales, se determinará por el domicilio del demandante, 
siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho lugar.” 
(Subraya y resalta el Despacho). 

 
De otro lado, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura mediante 
ACUERDO NO. PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020 “Por el cual se crean los 
Circuitos Judiciales Administrativos en el Territorio Nacional y se ajusta el mapa judicial de 

la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo”, prevé en el numeral 10.1 del artículo 
2º que el Circuito Judicial Administrativo de Popayán, tiene comprensión territorial 
sobre todos los municipios del departamento del Cauca. 
 
En el caso en concreto, el accionante manifiesta en su escrito de demanda como 
lugar de domicilio la ciudad de Popayán (Cauca).  
 
De manera que, siguiendo las reglas que determinan la competencia de los 
funcionarios judiciales contenidas en la normatividad suscrita, se concluye que este 
Juzgado carece de competencia territorial para conocer de la demanda en 
referencia, porque el lugar de residencia del demandante no se encuentra dentro de 
la comprensión territorial de los Juzgados Administrativos de Bogotá y por tratarse 
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de un asunto pensional. De otra forma, se vaciaría la competencia por factor 
territorial en asuntos pensionales contra entidades del orden nacional a los jueces 
administrativos de los circuitos judiciales distintos de Bogotá D.C., al tener las 
entidades que administran recursos pensionales todas ellas sede principal en esta 
ciudad. Además, la norma que asigna competencia por el referido factor, no implica 
que aún en el evento en que la entidad demandada no tenga sede en el domicilio 
del demandante, por ello deba conocer del asunto el juez del circuito donde se halle 
la sede de la respectiva entidad, pues de un lado, se insiste, ello implicaría que sólo 
son competentes por factor territorial para asuntos pensionales contra entidades del 
orden nacional los jueces del distrito capital, y de otro, no se cumple con la premisa 
de facilitar al ciudadano el derecho de acceso a la administración de justicia, ya que 
estaría obligado el demandante a desplazarse de su lugar de domicilio en busca del 
lugar en donde tenga sede la entidad de seguridad social.  
 
Adicionalmente, del hecho segundo de la demanda se desprende que el último lugar 
de prestación del servicio fue el municipio de Popayán en el departamento del 
Cauca, por lo que en gracia de discusión de que la entidad demandada no tenga 
sede en el domicilio del accionante, se debe recurrir a la regla general de 
competencia prevista en el numeral 3º del artículo 156 del CPACA ya citado. 
 
Por lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia territorial de este Juzgado para 
conocer el presente asunto, de conformidad con las razones de hecho y de derecho 
establecidas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR las presentes diligencias ante los Juzgados 
Administrativos Orales del Circuito Judicial de Popayán -REPARTO- 
 
TERCERO: Si eventualmente el Juez a quien se le asigne el presente asunto, se 
aparta de las razones de hecho y de derecho expuestas en esta providencia para 
avocar su conocimiento, desde ya se propone conflicto negativo de competencia 
ante el honorable Consejo de Estado. 
 
CUARTO: En firme el presente auto, por Secretaría DEJAR las constancias 
respectivas y cúmplase a la mayor brevedad con lo aquí resuelto. 
 
QUINTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, conforme a lo señalado en los 
acuerdos PCSJA20-115671 y PCSJA20-115812, expedidos por la Presidencia del 
Consejo Superior de la Judicatura. Las documentales deberán ser enviadas de 
manera electrónica al siguiente correo electrónico del Despacho 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

MCHL 

 
1 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
2 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


Firmado Por:

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 31544f2882d82b90f3235a3cfe24558016cfbde61f49706a70c1d792fe22a278

Documento generado en 28/08/2023 02:16:26 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Lesividad  
Demandante : Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES 
Demandado : Maria Eugenia Mahecha Beltrán 
Expediente : 11001-3335-014-2023-00129-00 

 
La Ley 1437 de 20111, en sus artículos 161 a 167 establece los requisitos de las 
demandas de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se 
INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la ley, por 
auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que 
adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de 
rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. El artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, “Por medio de la cual se reforma el Código 
De Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 De 
2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos 
que se tramitan ante la jurisdicción”, adicionó un numeral al artículo 162 de la Ley 
1437 de 2011, disponiendo sobre el contenido de la demanda, lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá 
dirigirse a quien sea competente y contendrá: 
 
(…) 
 
8. Adicionado por el art. 35, Ley 2080 de 2021. El demandante, al presentar 
la demanda, simultáneamente, deberá enviar por medio electrónico copia 
de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten 
medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 
notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 
cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 
secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación 
se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte 
demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus 
anexos.  
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos 
sus anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se 
limitará al envío del auto admisorio al demandado”. (Negrillas del Despacho). 

 
Así las cosas, una vez revisada la documentación anexa a la demanda, no se 
observa documento en el que se haga constar que la demanda bajo estudio fue 
enviada a la demandada en la forma prevista por la norma transcrita, por lo que, 

 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 
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durante el término de subsanación, la parte demandante deberá acreditar el debido 
acatamiento de esta disposición. 
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá allegarla al correo de 
correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico el número de radicado del 
proceso (23 dígitos), el juzgado, las partes y que se trata de la SUBSANACIÓN, 
esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115673 y PCSJA20-115814, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Para tal fin, los documentos deberán ser enviados de 
manera digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Administradora Colombiana 
de Pensiones – COLPENSIONES en contra de la señora Maria Eugenia Mahecha 
Beltrán, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda 
en los términos dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA para actuar como apoderada principal 
de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES, a la Dra. 
Angélica Margoth Cohen Mendoza, identificada con C.C. No. 32.709.957 y T.P. 
No. 102.786 del C.S. de la J., en los términos y para los efectos del poder conferido5. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

MCHL 

 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
5 Expediente digital PDF “002 Demanda” Folios 12-27 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho - Lesividad 
Demandante : Administradora Colombiana de Pensiones - COLPENSIONES 
Demandado : Laura Stella Polo Montes de Oca 
Vinculado : AFP Porvenir S.A. 
Expediente : 11001-3335-014-2023-00131-00 

 
La Ley 1437 de 20111, en sus artículos 161 a 167 establece los requisitos de las demandas 
de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se INADMITIRÁ 
la demanda que carezca de los requisitos señalados en la ley, por auto susceptible de 
reposición en el que se expondrán los defectos formales de que adolece, para que dentro 
del término de diez (10) días contados a partir de la notificación del presente auto, la parte 
actora se sirva subsanarla, so pena de rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. En el escrito de demanda allegado, la parte accionante manifiesta como datos de 
notificacion de la demandada los siguientes:  
 

“LA PARTE DEMANDADA  
 
LAURA STELLA POLO MONTES DE OCA, Identificada con CC No. 41699797, 
domiciliado en la Calle 122 #11B-65, apartamento 101, Bogotá D.C, correo 
electrónico: INFO@ESCOBARGARCIA.COM” 

 
Al respecto, observa el Despacho que la entidad demandante no ha dado cumplimiento a 
lo dispuesto en el artículo 8 inciso segundo de la Ley 2213 de 2022, en el sentido de informar 
cómo se obtuvo la dirección de correo electrónico para surtir las notificaciones a la 
demandada.  
 

“El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá 
prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la 
obtuvo y allegará las evidencias correspondientes, particularmente las 
comunicaciones remitidas a la persona por notificar.” 

 
Por lo anterior, se requiere a la parte accionante para que informe como obtuvo los datos 
de notificacion de la demandada, allegando al expediente los soportes correspondientes, 
bien sea las notificaciones de actuaciones remitidas con anterioridad a la presentación de 
la demanda a la señora Laura Stella Polo Montes de Oca.  
 
2. De otro lado, debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 
señala que la demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante 
pretende hacer valer, aportando todas las documentales que se encuentre en su poder en 
los términos correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas en el artículo 212 
ibidem. 
 

 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 
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Así mismo, el artículo 175 Parágrafo 1° ibidem, estableció para la entidad el deber de allegar 
el correspondiente “expediente administrativo que contenga los antecedentes de la 
actuación objeto del proceso y que se encuentre en su poder”, so pena de incurrir en falta 
disciplinaria. 
 
En ese sentido, el Despacho procede a requerir a la parte demandante para que allegue la 
totalidad del expediente administrativo que repose en la entidad respecto de la señora Laura 
Stella Polo Montes de Oca para que obre como prueba en el proceso y los demandados 
puedan tener la oportunidad de controvertirlo si a bien lo tienen.  
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá allegarla al correo de 
correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos indicando 
en el asunto del correo electrónico el número de radicado del proceso (23 dígitos), el 
juzgado, las partes y que se trata de la SUBSANACIÓN, esto a efectos del archivo 
digital de la correspondencia del expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar continuidad al 
presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115673 y 
PCSJA20-115814, expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Para 
tal fin, los documentos deberán ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Jorge Enrique Laverde Herrera en 
contra del Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente 
providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la notificación 
del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda en los términos 
dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA para actuar como apoderada principal de la 
Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES, a la Dra. Angélica Margoth 
Cohen Mendoza, identificada con C.C. No. 32.709.957 y T.P. No. 102.786 del C.S. de la 
J., en los términos y para los efectos del poder conferido5. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 
MCHL 

 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
5 Expediente digital PDF “002 Demanda” Folios 13-28 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante : Angélica Marcela Cárdenas Reyes 
Demandado : Nación- Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio - Fiduciaria La Previsora 
S.A. y Bogotá D.C. - Secretaría de Educación de Bogotá 

Expediente : 11001-3335-014-2023-00135-00 
 
Por reunir los requisitos establecidos en los artículos 161 y siguientes del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 
2011 y la Ley 2080 de 2021, procede este Despacho a dictar auto ADMISORIO DE 
LA DEMANDA de medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO de carácter laboral instaurado por la señora ANGELICA MARCELA 
CÁRDENAS REYES actuando a través de apoderado judicial, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO - FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A. y BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, en relación 
al acto administrativo ficto o presunto constituido por el silencio administrativo 
negativo respecto de la PETICIÓN N° F-2022-190660 DE 28 DE JULIO DE 2022 
radicada ante la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ y conforme a lo 
dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese 
por el procedimiento ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, se dispone: 
 

1. ADMITIR la presente demanda conforme al artículo 171 de la Ley 1437 de 
2011.  
 

2. NOTIFICAR el presente auto en forma personal al  
Representante Legal de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO- FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. y BOGOTÁ D.C. - 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, o a quien este haya delegado 
la facultad de recibir notificaciones, de conformidad con los artículos 197, 198 
y el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 2021. 
 

3.  NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante, 
según el numeral 1° del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 

 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala 
que la demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante 
pretende hacer valer, aportando todas las documentales que se encuentre en su 
poder en los términos correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas 
en el artículo 212 ibídem. 
 

4. NOTIFICAR el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio 
Público Delegado(a) para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 
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171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 2021. 

 
5. NOTIFICAR el presente auto de manera personal al Director Nacional de la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el 
artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 del 
C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 
6. CORRER TRASLADO de la demanda de conformidad con lo previsto en el 

artículo 172 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, a la PARTE DEMANDADA, para que conteste 
la demanda, por el término de treinta (30) días, que de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, comenzará a correr después de realizada la notificación 
a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje dirigido al buzón 
electrónico para notificaciones judiciales de la entidad demandada. 

 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció 
para la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente 
administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y 
que se encuentre en su poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto 
para dar respuesta a la demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 

7. RECONÓZCASE PERSONERÍA para actuar al doctor(a) Christian Alirio 
Guerrero Gómez1, identificado(a) con cédula de ciudadanía N° 
1.012.387.121 y tarjeta profesional N° 362.438 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en los términos y para los fines del poder conferido2.  
 

8. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los 
Acuerdos PCSJA20-115673 y PCSJA20-115814, expedidos por la 
Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los documentos deberán 
ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

MCHL 

 
1 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado digital de antecedentes 
disciplinarios de abogados N° 3511558, a la fecha no registra sanciones en su contra. 
2 Expediente digital. PDF “003 Poder” 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veinticinco (25) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho – Lesividad  
Demandante : Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES 
Demandado : Gilma Inés Rodríguez Silva 
Expediente : 11001-3335-014-2023-00138-00 

 
La Ley 1437 de 20111, en sus artículos 161 a 167 establece los requisitos de las 
demandas de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se 
INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la ley, por 
auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que 
adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de 
rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. El artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, “Por medio de la cual se reforma el Código 
De Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 De 
2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos 
que se tramitan ante la jurisdicción”, adicionó un numeral al artículo 162 de la Ley 
1437 de 2011, disponiendo sobre el contenido de la demanda, lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá 
dirigirse a quien sea competente y contendrá: 
 
(…) 
 
8. Adicionado por el art. 35, Ley 2080 de 2021. El demandante, al presentar 
la demanda, simultáneamente, deberá enviar por medio electrónico copia 
de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando se soliciten 
medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 
notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 
cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 
secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación 
se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte 
demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus 
anexos.  
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos 
sus anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se 
limitará al envío del auto admisorio al demandado”. (Negrillas del Despacho). 

 
Así las cosas, una vez revisada la documentación anexa a la demanda, no se 
observa documento en el que se haga constar que la demanda bajo estudio fue 
enviada a la demandada en la forma prevista por la norma transcrita, por lo que, 

 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 
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durante el término de subsanación, la parte demandante deberá acreditar el debido 
acatamiento de esta disposición. 
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá allegarla al correo de 
correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico el número de radicado del 
proceso (23 dígitos), el juzgado, las partes y que se trata de la SUBSANACIÓN, 
esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115673 y PCSJA20-115814, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Para tal fin, los documentos deberán ser enviados de 
manera digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Administradora Colombiana 
de Pensiones – COLPENSIONES en contra de la señora Gilma Inés Rodríguez 
Silva, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda 
en los términos dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: RECONOCER PERSONERÍA para actuar como apoderada principal 
de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES, a la Dra. 
Angélica Margoth Cohen Mendoza, identificada con C.C. No. 32.709.957 y T.P. 
No. 102.786 del C.S. de la J., en los términos y para los efectos del poder conferido5. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

MCHL 

 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
5 Expediente digital PDF “002 Demanda” Folios 11-27 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante : Juan Gabriel Garcés Díaz 
Demandado : Subred Integrada de Servicios de Salud Norte E.S.E. 
Expediente : 11001-3335-014-20223-00140-00 

 
Procede el Despacho a resolver sobre (i) sobre la admisión de la demanda y (ii) 
reforma de la demanda presentada por el apoderado de la parte demandante.  
 
a) Sobre la admisión de la demanda. 
 
Por reunir los requisitos establecidos en los artículos 161 y siguientes del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 
2011 y la Ley 2080 de 2021, procede este Despacho a dictar auto ADMISORIO DE 
LA DEMANDA de medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO de carácter laboral instaurado por el señor JUAN GABRIEL GARCÉS 
DÍAZ actuando a través de apoderado judicial, contra la SUBRED INTEGRADA DE 
SERVICIOS DE SALUD NORTE E.S.E. y acorde con lo dispuesto en los artículos 
138 y 155 numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, se dará trámite por el procedimiento 
ordinario en primera instancia. 
 
b) Sobre la reforma de la demanda. 
 
La Ley 1437 de 2011 señala en su artículo 173 respecto de la reforma de la 
demanda las siguientes condiciones para su estudio y procedencia:  
  

“El demandante podrá adicionar, aclarar o modificar la demanda, por una 
sola vez, conforme a las siguientes reglas:  
 
1. La reforma podrá proponerse hasta el vencimiento de los diez (10) días 
siguientes al traslado de la demanda. De la admisión de la reforma se correrá 
traslado mediante notificación por estado y por la mitad del término inicial. 
Sin embargo, si se llama a nuevas personas al proceso, de la admisión de 
la demanda y de su reforma se les notificará personalmente y se les correrá 
traslado por el término inicial.  
 
2. La reforma de la demanda podrá referirse a las partes, las pretensiones, 
los hechos en que estas se fundamentan o a las pruebas. 
  
3. No podrá sustituirse la totalidad de las personas demandantes o 
demandadas ni todas las pretensiones de la demanda. Frente a nuevas 
pretensiones deberán cumplirse los requisitos de procedibilidad. 
 
 La reforma podrá integrarse en un solo documento con la demanda inicial.  
Igualmente, el juez podrá disponer que el demandante la integre en un solo 
documento con la demanda inicial”. (Subraya el Despacho). 

 
Revisadas las actuaciones hasta esta etapa del proceso, se tiene que la presente 
demanda es admitida con la presente providencia y por lo tanto no se ha realizado, 
entre otras, la notificación personal de la entidad demandada. 
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Así pues, revisado el contenido de la reforma planteada previa a la admisión de la 
demanda, se tiene que fue presentada dentro del término legal y la misma cumple 
con las formalidades establecidas en el artículo 173 del CPACA en tratándose de 
reforma relacionada con las pretensiones, hechos y pruebas de la demanda, motivo 
por el cual es procedente su admisión. 
 
Sin embargo, no se ordenará correr el traslado de que trata el numeral 1° del artículo 
estudiado, sino que en virtud de los principios de economía procesal, concentración 
y celeridad, la entidad demandada tendrá el término legal de 30 días contados a 
partir de la notificación del auto admisorio de la demanda para contestar de forma 
simultánea tanto la demanda como su reforma. 
 
Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo Oral de Bogotá, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: ADMITIR la presente demanda de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho presentada por la parte demandante señor JUAN GABRIEL GARCÉS 
DÍAZ actuando a través de apoderado judicial, contra la SUBRED INTEGRADA DE 
SERVICIOS DE SALUD NORTE E.S.E., en relación al AUTO N° 061 DEL 22 DE 
MAYO DE 2023 y acorde con lo dispuesto en los artículos 138 y 155 numeral 2° de 
la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en primera instancia. 
 
Por consiguiente, se dispone: 
 

1. NOTIFICAR el presente auto en forma personal al  
Representante Legal de la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE 
SALUD NORTE E.S.E., o a quien este haya delegado la facultad de recibir 
notificaciones, de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de 
la Ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 
de 2021. 
 

2. NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante, 
según el numeral 1° del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 

 
Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala 
que la demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante 
pretende hacer valer, aportando todas las documentales que se encuentren en su 
poder en los términos correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas 
en el artículo 212 ibídem. 
 

3. NOTIFICAR el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio 
Público Delegado(a) para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 
171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 2021. 

 
4. NOTIFICAR el presente auto de manera personal al Director Nacional de la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el 
artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 del 
C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 
5. CORRER TRASLADO de la demanda de conformidad con lo previsto en el 

artículo 172 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, a la PARTE DEMANDADA, para que conteste 
la demanda, por el término de treinta (30) días, que de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, comenzará a correr después de realizada la notificación 
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a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje dirigido al buzón 
electrónico para notificaciones judiciales de la entidad respectiva. 

 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció 
para la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente 
administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y 
que se encuentre en su poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto 
para dar respuesta a la demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 
 

6. RECONÓZCASE PERSONERÍA para actuar al doctor(a) César Julián 
Viatela Martínez1, identificado(a) con cédula de ciudadanía N° 
1.016.045.712 y tarjeta profesional N° 246.931 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en los términos y para los fines del poder conferido2.  
 

SEGUNDO: ADMITIR la REFORMA DE DEMANDA presentada por la parte 
demandante el señor JUAN GABRIEL GARCÉS DÍAZ actuando a través de 
apoderado judicial, contra la SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD 
NORTE E.S.E. conforme al escrito de reforma de la demanda. La entidad 
demandada tendrá el término legal de 30 días contados a partir de la notificación 
del auto admisorio de la demanda para contestar de forma simultánea tanto la 
demanda como su reforma, por lo expuesto en esta providencia. 
 
TERCERO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales 
a su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115673 y PCSJA20-115814, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

 
MCHL 

 
1 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado digital de antecedentes 
disciplinarios de abogados N° 3568142, a la fecha no registra sanciones en su contra. 
2 Expediente digital. PDF “002 Demanda” Folios 20-22 y PDF “006 REFORMA DDA JUAN GABRIEL GARCES DIAZ CON ANEXOS” Folios 3-14 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante : Mónica Patricia Escobar Camero 
Demandado : Nación- Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y Bogotá D.C. - 
Secretaría de Educación de Bogotá 

Vinculado : Fiduciaria La Previsora S.A. 
Expediente : 11001-3335-014-2023-00173-00 

 
Por reunir los requisitos establecidos en los artículos 161 y siguientes del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo – Ley 1437 de 

2011 y la Ley 2080 de 2021, procede este Despacho a dictar auto ADMISORIO DE 

LA DEMANDA de medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO de carácter laboral instaurado por la señora MÓNICA PATRICIA 
ESCOBAR CAMERO actuando a través de apoderada judicial, contra la NACIÓN- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA 
DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, en relación al acto administrativo ficto o presunto 

constituido por el silencio administrativo negativo respecto de la PETICIÓN E-2022-
64510 DE 04 DE MARZO DE 2022 radicada ante la SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ y conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 

numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en 

primera instancia. 
 

Por consiguiente, se dispone: 

 

1. ADMITIR la presente demanda conforme al artículo 171 de la Ley 1437 de 

2011.  

 

2. NOTIFICAR el presente auto en forma personal al  

Representante Legal de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO y de BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE 
BOGOTÁ, o a quien este haya delegado la facultad de recibir notificaciones, 

de conformidad con los artículos 197, 198 y el artículo 199 de la Ley 1437 de 

2011, el cual fue modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

3. VINCULAR al proceso a la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. de 

conformidad con numeral 3° del artículo 171 la Ley 1437 de 2011, por ser la 

administradora de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio y teniendo en cuenta que frente a una eventual concesión de 

las pretensiones dicha entidad sería la encargada de sufragar la condena.  

 



2 

4. NOTIFICAR el presente auto en forma personal al representante legal de la 

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., o a quien este haya delegado la facultad 

de recibir notificaciones, de conformidad con los artículos 197, 198 y el 

artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, el cual fue modificado por el artículo 48 

de la Ley 2080 de 2021. 

 

5.  NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante, 

según el numeral 1° del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala 

que la demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante 

pretende hacer valer, aportando todas las documentales que se encuentre en su 

poder en los términos correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas 

en el artículo 212 ibídem. 

 

6. NOTIFICAR el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio 

Público Delegado(a) para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 

171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 

48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

7. NOTIFICAR el presente auto de manera personal al Director Nacional de la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el 

artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 del 

C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

8. CORRER TRASLADO de la demanda de conformidad con lo previsto en el 

artículo 172 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, a la PARTE DEMANDADA y VINCULADA, para 

que contesten la demanda, por el término de treinta (30) días, que de acuerdo 

a lo establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 

de la Ley 2080 de 2021, comenzará a correr después de realizada la 

notificación a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje 

dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales de la entidad 

respectiva. 

 

Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció 

para la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente 
administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y 

que se encuentre en su poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto 

para dar respuesta a la demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 

 
9. RECONÓZCASE PERSONERÍA para actuar al doctor(a) Paula Milena 

Agudelo Montaña1, identificado(a) con cédula de ciudadanía N° 

1.030.633.678 y tarjeta profesional N° 277.098 del Consejo Superior de la 

Judicatura, en los términos y para los fines del poder conferido2.  

 

 
1 Una vez consultado el Sistema Web de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y según el certificado digital de antecedentes 
disciplinarios de abogados N° 1125283, a la fecha no registra sanciones en su contra. 
2 Expediente digital. PDF “002Demanda” F2-4 
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10. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 

alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 

continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los 

Acuerdos PCSJA20-115673 y PCSJA20-115814, expedidos por la 

Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los documentos deberán 

ser enviados de manera digital al correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

MCHL 

 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Héctor Andrés Hernández García 
Demandado : Nación- Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y Bogotá D.C. - 
Secretaría de Educación de Bogotá 

Expediente : 11001-3335-014-2023-00187-00 
 
La Ley 1437 de 20111, en sus artículos 161 a 167 establece los requisitos de las 
demandas de conocimiento de esta Jurisdicción2. 
 
Al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, se 
INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la ley, por 
auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que 
adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de 
rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos 161 a 167 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo se advierte que: 
 
1. Según el artículo 163 del CPACA, cuando se pretenda la nulidad de un acto 
administrativo éste se debe individualizar con toda precisión pues al presentar la 
demanda la pretensión debe ser clara, precisa y detallada a voces del inciso 2° del 
artículo señalado. 
 

“ARTÍCULO 163. INDIVIDUALIZACIÓN DE LAS PRETENSIONES. Cuando se 
pretenda la nulidad de un acto administrativo este se debe individualizar con 
toda precisión. Si el acto fue objeto de recursos ante la administración se 
entenderán demandados los actos que los resolvieron. 
 
Cuando se pretendan declaraciones o condenas diferentes de la declaración de 
nulidad de un acto, deberán enunciarse clara y separadamente en la demanda.” 

 
En el escrito de demanda, el apoderado de la parte accionante formula sus 
pretensiones de nulidad3 de la siguiente manera:  
 

“1. Declarar la nulidad de lo Oficio No. S-2022-390467 del 19 de diciembre 
de 2022 proferido por la Dirección de Talento Humano de la Secretaría de 
Educación del Distrito de Bogotá, a través del cual la Nación – Ministerio de 
Educación Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, da respuesta al derecho de petición radicado el día 05 de diciembre 
de 2022, negando el reconocimiento y pago en favor de mi poderdante de la 
sanción moratoria contemplada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y de la 
indemnización por el pago tardío de los intereses de las cesantías establecida 
en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y Decreto 1176 de 1991. 
 

 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. 
2 Ver art. 104 ib. 
3 Expediente digital. PDF “002 Demanda” F2-3 
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2. Declarar la nulidad del Oficio No. S-2023-9477 del 12 de enero de 2023 
proferido por el Jefe de la Oficina de Nómina de la Secretaría de Educación del 
Distrito de Bogotá, a través del cual la Nación – Ministerio de Educación 
Nacional - Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, da 
respuesta al derecho de petición radicado el día 05 de diciembre de 2022, 
negando el reconocimiento y pago en favor de mi poderdante de la sanción 
moratoria contemplada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y de la 
indemnización por el pago tardío de los intereses de las cesantías establecida 
en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y Decreto 1176 de 1991. 
 
3. Declarar la nulidad del Oficio Sin número del 20 de diciembre de 2022 a 
través del cual el Distrito de Bogotá – Secretaría de Educación de Bogotá 
D.C., da respuesta al derecho de petición radicado el día 05 de diciembre de 
2022, negando el reconocimiento y pago en favor de mi poderdante de la 
sanción moratoria contemplada en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 y de la 
indemnización por el pago tardío de los intereses de las cesantías establecida 
en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, Ley 50 de 1990 y Decreto 1176 de 1991.”  

 
Luego de la revisión de los actos atacados dentro del petitorio declarativo, se 
advierte que las respuestas tratan de la información acerca del trámite que se dio 
por parte de la Secretaría Distrital, al pago de los intereses a las cesantías y se da 
traslado de las peticiones a la oficina de nómina del SED y la Fiduprevisora S.A. 
para que brinden una respuesta efectiva, sin embargo, los oficios como tal, no 
resuelven de fondo las reclamaciones y por lo tanto, no son actos que puedan ser 
objeto de demanda ante esta  jurisdicción, de acuerdo con lo estipulado en el 
artículo 43 del CPACA, puesto que no definieron la situación de la accionante.  
 
Así las cosas, y en caso de no haberse proferido respuesta de fondo a la solicitud 
impulsada, la parte actora deberá adecuar las pretensiones a un acto ficto 
configurado por el silencio administrativo, el cual, de conformidad con el artículo 83 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se 
cumple si transcurrido el termino de 3 meses no se ha dado respuesta a la petición 
incoada, así: 
 

“ARTÍCULO 83. SILENCIO NEGATIVO. Transcurridos tres (3) meses contados 
a partir de la presentación de una petición sin que se haya notificado decisión 
que la resuelva, se entenderá que esta es negativa. 
 
En los casos en que la ley señale un plazo superior a los tres (3) meses para 
resolver la petición sin que esta se hubiere decidido, el silencio administrativo 
se producirá al cabo de un (1) mes contado a partir de la fecha en que debió 
adoptarse la decisión. 
 
La ocurrencia del silencio administrativo negativo no eximirá de responsabilidad 
a las autoridades. Tampoco las excusará del deber de decidir sobre la petición 
inicial, salvo que el interesado haya hecho uso de los recursos contra el acto 
presunto, o que habiendo acudido ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo se haya notificado auto admisorio de la demanda.” 

 
En tal virtud, el acto administrativo cuya nulidad se pretende, haría referencia a uno 
ficto o presunto constituido por el silencio negativo, y por tanto es un acto 
demandable de conformidad con lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley 1437 de 
2011, que indica: 

  
“ARTÍCULO 138. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Toda 
persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una 
norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto 
administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el 
derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá 
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por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior. 
(…)” (Énfasis del Despacho). 
 

En consecuencia, en aras de garantizar que exista claridad en lo pretendido en el 
presente medio de control evitando así futuras inhibiciones o ineptitud de la 
demanda, la parte demandante deberá reformular las pretensiones de nulidad 
(DECLARACIONES 1, 2 y 3) indicando con precisión cada uno de los actos 
administrativos cuya nulidad pretende. En el caso de actos fictos, establecer los 
datos de la petición que dio origen a dicho acto, indicando la fecha y el radicado 
según sea el caso.  
 
Dicha corrección debe extenderse a todos los apartes de la demanda en donde 
haya de señalarse acto(s) administrativo(s) objeto de control a través del presente 
proceso y el poder aportado. 
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá allegarla al correo de 
correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico el número de radicado del 
proceso (23 dígitos), el juzgado, las partes y que se trata de la SUBSANACIÓN, 
esto a efectos del archivo digital de la correspondencia del expediente. 
 
Así mismo, se solicita a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-115674 y PCSJA20-115815, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Para tal fin, los documentos deberán ser enviados de 
manera digital al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Héctor Andrés Hernández 
García en contra de la Nación- Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y Bogotá D.C. - Secretaría 
de Educación de Bogotá, por las razones expuestas en la parte motiva de la 
presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda 
en los términos dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

MCHL 

 
4 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se dictan otras disposiciones por 
motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
5 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el acuerdo PCSJA20-11567 de 
2020.” 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Conciliación Extrajudicial 
Demandante: Nury Andrea Infante García 
Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio - Fiduprevisora y 
Secretaria Distrital de Bogotá - Alcaldía de Bogotá 

Expediente: No. 11001-3335-014-2023-00105-00                    
 
Con fundamento en el artículo 113 de la Ley 2220 de 2022, el Despacho procede a 
decidir sobre la aprobación o improbación del acuerdo conciliatorio llevado a cabo 
ante la Procuraduría 134 Judicial II para Asuntos Administrativos de la ciudad de 
Bogotá, celebrado entre la señora NURY ANDREA INFANTE GARCÍA y la 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO - FIDUPREVISORA Y 
SECRETARIA DISTRITAL DE BOGOTÁ - ALCALDÍA DE BOGOTÁ. 
 

I. ANTECEDENTES. 
 
1.  OBJETO DE LA CONCILIACIÓN. 
 
La convocante, a fin de obtener el reconocimiento y pago de la SANCION POR MORA 
establecida en la ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) día de su salario por cada 
día de retardo, contados desde haber radicado la solicitud de la cesantía parcial y/o 
definitiva y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma, haciendo uso del 
mecanismo de la conciliación extrajudicial, convocó a la NACIÓN – MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO - FIDUPREVISORA Y SECRETARIA DISTRITAL DE BOGOTÁ - 
ALCALDÍA DE BOGOTÁ, ante la Procuraduría 134 Judicial II Para Asuntos 
Administrativos, para celebrar audiencia de conciliación. 
 
2. HECHOS. 
 
2.1. Mediante petición del día 09 de octubre de 20191, la convocante solicitó el 
reconocimiento y pago parcial de las cesantías. Posteriormente, la Directora de 
Talento Humano de la Secretaría de Educación del Distrito mediante resolución 
9927 del 16 de octubre de 20192, reconoció a la señora NURY ANDREA INFANTE 
GARCÍA el pago por concepto de liquidación parcial de cesantías, y este se realizó 
el 26 de febrero de 2020.  
 
2.2. El día 09 de febrero de 2023, la convocante radicó solicitud de conciliación para 
el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías 
de conformidad con lo previsto en las Leyes 244 de 1995 y 1071 de 2006.  
  

 
1 Folio 18 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
2 Folios 18 al 20 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
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2.3. El día 16 de marzo de 20233 se dio inicio a la audiencia de conciliación, la cual 
fue postergada para continuar con su realización el día 28 de marzo, fecha en la cual 
las partes llegaron a un acuerdo conciliatorio4, con constancia en acta emitida por la 
Procuraduría 134 Judicial II Para Asuntos Administrativos. 
 
2.4. La conciliación extrajudicial fue sometida a reparto para la aprobación Judicial, el 
31 de marzo de 2023 siendo asignada a este Despacho con el número de radicado 
110013335014-2023-00105-00. 

 
3. ACUERDO CONCILIATORIO DE LAS PARTES. 

 
Dentro de los documentos allegados por la Procuraduría, obra en la plenario actas de 
conciliación del 16 y 28 de marzo 2023, referido al acuerdo conciliatorio logrado entre 
la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A. - FIDUPREVISORA y la señora NURY ANDREA INFANTE GARCÍA en los 
términos que se muestran a continuación: 
 
• Acta de audiencia del 16 de marzo de 2023, acuerdo con la Nación – 

Ministerio De Educación Nacional – Fondo De Prestaciones Sociales Del 
Magisterio 

 
<< (…) Acto seguido el (la) Procurador(a) con fundamento en lo establecido en 
el artículo 95 de la Ley 2220 de 2022 en concordancia con lo señalado en el 
numeral 4 del artículo 44 del Decreto 262 de 2000, declara abierta la audiencia 
e instruye a las partes sobre los objetivos, alcance y límites de la conciliación 
extrajudicial en materia contenciosa administrativa como mecanismo de 
resolución de conflictos. Acto seguido la Procuradora declara abierta la 
audiencia e instruye a las partes sobre los objetivos, alcances y límites de la 
conciliación extrajudicial en materia contenciosa administrativa como 
mecanismo alternativo para la solución de conflictos. Igualmente, les indica a 
las partes que esta audiencia de conciliación se desarrolla de manera no 
presencial, bajo el principio de la buena fe de los aquí intervinientes. El 
apoderado de la parte convocante se ratifica en sus pretensiones que son: “II. 
PETICIONES De la manera más respetuosa solicito a la PROCURADURÍA la 
fijación de fecha para audiencia de conciliación prejudicial, a efectos de agotar 
el requisito de procedibilidad a que se refiere el artículo 13 de la ley 1285 de 
2009, reglamentado por el decreto 1716 de 2009 con el propósito de procurar 
un acuerdo con LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – 
FIDUPREVISORASECRETARIA DISTRITAL DE BOGOTA - ALCALDIA DE 
BOGOTA, sobre lo siguiente: PRIMERO: Se declare la Nulidad del Acto Ficto 
configurado el día 23 DE MARZO DE 2022, que niega el reconocimiento de la 
sanción moratoria a mi mandante, de conformidad con los parámetros 
establecidos en la Ley 1071 de 2006 y la ley 1955 de 2019. SEGUNDO: Se 
ordene el reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA a la 
SECRETARIA DISTRITAL DE BOGOTA - ALCALDIA DE BOGOTA, establecida 

 
3 Folios 128 al 138 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
4 Folios 142 al 148 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
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en la ley 1071 de 2006 a mi mandante, equivalente a un (1) día de su salario 
por cada día de retardo, contados desde los 15 días siguientes al momento en 
que se radicó la solicitud de cesantía de mi representado (a), de conformidad 
con el artículo 57 de la ley 1955 de 2019. TERCERO: Se ordene el 
reconocimiento y pago de la SANCIÓN POR MORA a LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FOMAG - FIDUPREVISORA, 
establecida en la ley 1071 de 2006 a mi mandante, equivalente a un (1) día de 
su salario por cada día de retardo, contados desde los cuarenta y cinco (45) 
días hábiles siguientes, al momento en que quedó ejecutoriado el acto 
administrativo que reconoció las cesantías a mi mandante. CUARTO: Que, 
sobre el monto de la SANCIÓN POR MORA, se ordene el reconocimiento de la 
respectiva indexación hasta la fecha en que se efectúe el pago de esta 
obligación a cargo de cada una de las entidades, por haber quedado esta 
sanción estática y devaluada en el tiempo, conforme lo determinó el H.C.E. en 
sentencia de unificación del 18 de julio de 2018.” A continuación, se concede el 
uso de la palabra al apoderado de la parte convocada NACIÓN – MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO, con el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el comité 
de conciliación de la entidad en relación con la solicitud incoada: “EL 
SUSCRITO SECRETARIO TÉCNICO DEL COMITÉ DE CONCILIACIÓN Y 
DEFENSA JUDICIAL DEL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
CERTIFICA QUE: El parágrafo transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 25 
de mayo de 2019 por la cual se expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2018-
2020 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad” estableció lo siguiente: 
Parágrafo. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por 
mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 
extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los plazos 
previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías por 
parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de 
las cesantías.   Parágrafo transitorio. Para efectos de financiar el pago de las 
sanciones por mora a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio causadas a diciembre de 2019, facúltese al Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público para emitir Títulos de Tesorería que serán administrados por 
una o varias sociedades fiduciarias públicas; así mismo, el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público definirá la operación, las reglas de negociación y 
pago de los mismos. El Consejo Directivo del FOMAG efectuará la adición 
presupuestal de los recursos de los que trata el presente parágrafo. (…) 
(subrayado fuera del texto original).   Atendiendo al mandato legal que se cita y 
de conformidad con las directrices aprobadas por el Comité de Conciliación y 
Defensa Judicial del Ministerio de Educación Nacional, las cuales se encuentran 
recogidas en el Acuerdo No. 001 de 1 de octubre de 2020 «Por medio del cual 
se recogen las políticas, lineamientos, directrices, parámetros y reglas 
aprobados por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial del Ministerio de 
Educación Nacional en asuntos relacionados con la sanción moratoria por el 
pago tardío de cesantías a los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio» aprobado en sesión No. 41 de 1 de 
octubre de 2020, y conforme al estudio técnico presentado por Fiduprevisora 
S.A. -sociedad administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio (FOMAG)- al comité de conciliación, se pudo establecer que parte 
de la mora se causó hasta diciembre de 2019, con lo cual, la posición del 
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Ministerio es CONCILIAR en la audiencia programada por el Despacho con 
ocasión a la convocatoria a conciliar promovida por NURY ANDREA INFANTE 
GARCIA con CC 52740507 en contra de la NACION - MINISTERIO DE 
EDUCACION - FOMAG, cuya pretensión es el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por pago tardío de cesantías (CESANTÍA PARCIAL POR 
REPARACIÓN - PRESUPUESTO ORDINARIO) reconocidas mediante 
Resolución No. 9927 de 16 de octubre de 2019, por la porción cuya financiación 
se realiza con cargo a los recursos TES. Los parámetros de la propuesta, según 
lo decidido en sesión No. (19) de (10 de marzo de 2023), son los siguientes: 
Fecha de solicitud de las cesantías: 09 de octubre de 2019 Fecha de pago: 26 
de febrero de 2020 No. de días de mora hasta diciembre 2019: 7 Asignación 
básica aplicable: $ 4.155.177 Valor de la mora hasta diciembre 2019: $ 969.535 
Propuesta de acuerdo conciliatorio: $ 969.535 (100%) Conforme a lo anterior, 
por ministerio de la ley se encuentran definidos los sujetos responsables del 
pago de la sanción por mora (con sus propios recursos), esto es la Secretaría 
de Educación del ente territorial o Fiduprevisora S.A. como vocera y 
administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
(FOMAG), según se haya dado el incumplimiento de los plazos previstos en la 
ley para el trámite de solicitud y pago de las cesantías, competencias en cabeza 
de este o aquel, de acuerdo a quien haya incumplido los términos legalmente 
establecidos. Tiempo de pago después de la aprobación judicial de la 
conciliación: 1 MES (DESPUÉS DE COMUNICADO EL AUTO DE 
APROBACIÓN JUDICIAL). No se reconoce valor alguno por indexación. Lo 
anterior de conformidad con certificación que adjunto en (01) folio”.  A 
continuación, se concede el uso de la palabra al apoderado de la parte 
convocada FIDUPREVISORA, con el fin de que se sirva indicar la decisión 
tomada por el comité de conciliación de la entidad en relación con la solicitud 
incoada: “EL COMITÉ DE CONCILIACIÓN Y DEFENSA JUDICIAL DE 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. CERTIFICA 1. Que el Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial de Fiduciaria la Previsora S.A., se reunió en 
sesión No. 9 el día 7 de marzo de 2023 a las 9:00 a.m., con el fin de estudiar la 
viabilidad o no de presentar una fórmula de arreglo en la audiencia de 
conciliación extrajudicial, que se adelanta en la PROCURADURÍA 134 
JUDICIAL II PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, con radicado No. 2023 – 
014, convocada por NURY ANDREA INFANTE GARCIA. 2. Que Fiduciaria La 
Previsora S.A., es una entidad de servicios financieros, cuyo objeto social 
exclusivo es la celebración, realización y ejecución de todas las operaciones 
autorizadas a las sociedades fiduciarias, por normas generales y por normas 
especiales, esto es, la realización de negocios fiduciarios, tipificados en el 
Código del Comercio y previstos tanto en el Estatuto Orgánico del Sector 
Financiero, al igual que en las disposiciones que lo modifiquen, sustituyan, 
adicionen o reglamenten a las anteriores detalladas. 3. Que FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A. - FIDUPREVISORA S.A. a través de su Comité de 
Conciliación y Defensa Judicial procedió al análisis de la viabilidad de la solicitud 
de conciliación extrajudicial y estudió de fondo los antecedentes y hechos 
presentados en la solicitud del caso en referencia, la ley y la jurisprudencia. 4. 
Decisión del Comité: Teniendo en cuenta las consideraciones expuestas en la 
sesión correspondiente, FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., FIDUPREVISORA 
S.A., manifiesta que SÍ LE ASISTE ÁNIMO CONCILIATORIO en el presente 
caso; existe una presunta responsabilidad de FIDUPREVISORA S.A., en la 
causación de la sanción moratoria, resaltando que la propuesta conciliatoria se 
limita únicamente sobre los días calendario de mora a cargo de 
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FIDUPREVISORA S.A. Por consiguiente, los parámetros de la propuesta de 
arreglo son los siguientes: 

 
 

 
El trámite de las cesantías a la docente NURY ANDREA INFANTE GARCIA se 
efectuó de conformidad con lo establecido en la Ley 1955 de 2019 y el pago se 
ordenó en la Resolución No. 9927 de 16 de octubre de 2019. Una vez elaborada 
la liquidación de la sanción moratoria, la misma arroja un total de 33 días 
calendario de mora, transcurridos entre el 24 de enero y el 26 de febrero de 
2020, de los cuales 29 días calendario de mora presuntamente son 
responsabilidad de la Fiduciaria y corresponden exclusivamente a los días en 
que FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. tuvo el trámite a su cargo, tal y como se 
observa en la cronología anterior. La liquidación de la sanción moratoria se 
elaboró a partir del día 71 contabilizado desde la radicación de solicitud de 
reconocimiento y pago de cesantías el 9 de octubre de 2019; en aplicación de 
la Sentencia de Unificación 012 de 2018 proferida por el honorable Consejo de 
Estado. De conformidad con lo establecido en el parágrafo transitorio del 
artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. en 
posición propia es responsable por los días de mora causados a partir del 1 de 
enero de 2020, esto es, 29 días calendario de mora. La asignación básica 
aplicable es de $4.155.177, que corresponde al salario de la docente NURY 
ANDREA INFANTE GARCIA, el 24 de enero de 2020, fecha en que inició la 
mora en el pago de las cesantías. El valor total por concepto de 29 días 
calendario de sanción por mora: $4.016.671 5. Propuesta de acuerdo 
conciliatorio: el pago de $3.615.004 que corresponde al 90% del valor antes 
señalado. Término de pago de la propuesta: Una vez ejecutoriado el auto que 
aprueba el acuerdo conciliatorio por el juez de lo contencioso administrativo, 
FIDUPREVISORA S.A. dentro del término inaplazable de 45 días calendario, 
cancelará el respectivo valor de $3.615.004, para lo cual, el interesado debe 
radicar solicitud de pago ante la FIDUPREVISORA S.A., adjuntando el original 
del acta de conciliación, constancia de ejecutoria del auto que aprueba el 
acuerdo conciliatorio, certificación bancaria con una fecha de expedición no 
mayor a 30 días, fotocopia de la cédula de ciudadanía del docente, si la solicitud 
se llega realizar a través de apoderado judicial, se debe aportar el poder 
especial de rigor para dicho trámite, así como los demás documentos que dentro 



 
 

República de Colombia 

 
Juzgado 14 Administrativo Oral 

de Bogotá D.C. 

 

 

 

 

 

6 

del trámite se lleguen a requerir, si es del caso. Dentro del término de 45 días 
calendario para el pago no se causarán intereses moratorios a cargo de 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 6. La presente certificación se emite en 
cumplimiento de lo establecido en el numeral 10 del artículo 2.2.4.3.1.2.5 del 
Decreto Único 1069 de 2015. Se expide la presente a los siete (7) días del mes 
de marzo de 2023. Lo anterior de conformidad con certificación que adjunto en 
(01) folio”. A continuación, se concede el uso de la palabra al apoderado de la 
parte convocada SECRETARIA DISTRITAL DE BOGOTA - ALCALDIA DE 
BOGOTA, con el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el comité de 
conciliación de la entidad en relación con la solicitud incoada: “LA SUSCRITA 
SECRETARIA TÉCNICA DEL COMITÉ DE CONCILIACIÓN DE LA 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEL DISTRITO CERTIFICA Que en sesión 
extraordinaria virtual No. 485 del 9 de marzo de 2023, se presentó la ficha 3894, 
mediante la cual se estudia si existió mora en el pago de las cesantías 
solicitadas por la señora NURY ANDREA INFANTE GARCIA, mediante 
radicado No. 2019-CES-808116 del 9 de octubre de 2019 y si es viable o no 
presentar fórmula conciliatoria con el fin de reconocer y pagar la sanción 
moratoria reclamada. DECISIÓN DEL COMITÉ DE CONCILIACIÓN   Los 
miembros del Comité de Conciliación de la Secretaría de Educación del Distrito 
acogen la recomendación de la abogada encargada del caso y decidieron por 
unanimidad NO CONCILIAR, por cuanto la entidad actuó dentro del ámbito de 
sus competencias y dentro de los términos establecidos normativamente para 
estudiar, expedir y notificar el acto administrativo que le reconoció la cesantía 
parcial, así como para el envío de la orden de pago a Fiduprevisora S.A., como 
vocera de los recursos del Fondo Prestacional del Magisterio. Se expide la 
presente el 9 de marzo 2023. Lo anterior de conformidad con certificación que 
adjunto en (01) folio”. Se le concede el uso de la palabra al apoderado de la 
parte convocante para que manifieste su posición frente a lo expuesto por la 
parte convocada: “De conformidad con lo manifestado por los apoderado de las 
partes convocadas se acepta en su totalidad la propuesta de la NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, respecto de la FIDUPREVISORA tenemos 
animo conciliatorio pero teniendo en cuenta que está ofreciendo el 90%, este 
extremo considera pertinente solicitar una reconsideración a esta entidad, toda 
vez que ya hemos tenido otros casos, en las que se está ofreciendo el 100% de 
la sanción por mora, así que, pues no podría aceptar la totalidad en este caso 
de las  propuestas allegadas hasta tanto la fiduciaria la previsora, reconsidere 
esta posición, así entonces si el despacho lo ve pertinente, se solicite la 
reconsideración a un 100% de la propuesta con el fin de poder entrar a 
conciliar”. Se concede el uso de la palabra al apoderado(a) de la parte 
convocada FIDUPREVISORA para que se manifieste respecto a la solicitud de 
reconsideración de la apoderada de la parte convocante “En este caso me 
permito solicitar la reprogramación de la audiencia con el fin de reconsiderar la 
decisión del comité y expedir una nueva certificación” La Procuradora Judicial, 
una vez analizada las posiciones de las partes y teniendo en cuenta que existe 
ánimo conciliatorio de la parte convocada FIDUPREVISORA con fundamento 
en lo establecido en el parágrafo del artículo 303 de la Ley 1437 de 2011 en 
concordancia con lo señalado en el numeral 5 del artículo 44 del Decreto 262 
de 2000 y los artículos 98-8 y 111 de la Ley 2220 de 2022, procede a suspender 
la diligencia para el día 29 de marzo de 2023 a las 02.00 pm; frente a la 
convocada SECRETARIA DISTRITAL DE BOGOTA - ALCALDIA DE 
BOGOTA declara fallida la presente audiencia de conciliación, da por surtida la 
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etapa conciliatoria y por terminado el procedimiento extrajudicial; y frente a la 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO la Procurador(a) Judicial 
considera que el anterior acuerdo contiene obligaciones claras, expresas y 
exigibles, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento (siendo claro 
en relación con el concepto conciliado, cuantía y fecha para el pago) y 
reúne los siguientes requisitos: (i) el eventual medio de control que se ha podido 
llegar a presentar no ha caducado (art. 92 de la Ley 2220 de 2022), (ii)  el 
acuerdo conciliatorio versa sobre sobre conflictos de carácter particular y 
derechos disponibles por las partes (art. 89 de la Ley 2220 de 2022), (iii) las 
partes se encuentran debidamente representadas y sus representantes tienen 
capacidad para conciliar de conformidad con las atribuciones conferidas en los 
poderes que reposan en el expediente y que fueron incorporados en audiencia; 
(iv) obran en el expediente las pruebas necesarias que justifican el acuerdo y 
(v) en criterio de esta agencia del Ministerio Público, el acuerdo contenido en el 
acta no es violatorio de la Ley y no resulta lesivo para el patrimonio público. En 
consecuencia, se dispondrá el envío de la presente acta, junto con los 
documentos pertinentes, a la Contraloría General de la República para los fines 
del artículo 113 de la Ley 2220 de 2022  y al Juzgado Administrativo de Oralidad 
del Circuito Judicial de Bogotá D.C., para efectos de control de legalidad, 
advirtiendo a los comparecientes que el auto aprobatorio junto con la presente 
acta del acuerdo, prestarán mérito ejecutivo, y tendrán efecto de cosa 
juzgada razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias 
por los mismos hechos ni demandas ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo por las mismas causas. Se deja constancia que el acta es suscrita 
en forma digital únicamente por la Procurador(a) Judicial, en tanto se trató de 
una sesión no presencial realizada a través del mecanismo digital MICROSOFT 
TEAMS por lo que la grabación en audio y video hace parte integrante de la 
presente acta se encuentra en el link https://procuraduriagovco. 
my.sharepoint.com/:v:/g/personal/ceaugomez_procuraduria_gov_co/EYMlc7Lo
LXNLn2RH9KZvq9gBcr550X6qUH3UK7qdGe4npQ?e=8Jny0E una vez 
culminada será remitida a los correos electrónicos suministrados por los 
apoderados de las partes en formato pdf, junto con la constancia.>> 

 
• Acta de audiencia del 28 de marzo de 2023, acuerdo con la Fiduprevisora 

S.A., con las mismas situaciones fácticas. 
 
“(…) A continuación, se concede el uso de la palabra al apoderado de la parte 
convocada FIDUPREVISORA, con el fin de que se sirva indicar la decisión tomada 
por el comité de conciliación de la entidad en relación con la solicitud incoada: “EL 
COMITÉ DE CONCILIACIÓN Y DEFENSA JUDICIAL DE FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A. CERTIFICA 1. Que el Comité de Conciliación y Defensa Judicial 
de Fiduciaria la Previsora S.A., se reunió en sesión No. 9 el día 7 de marzo de 2023 
a las 9:00 a.m., con el fin de estudiar la viabilidad o no de presentar una fórmula de 
arreglo en la audiencia de conciliación extrajudicial, que se adelanta en la 
PROCURADURÍA 134 JUDICIAL II PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, con 
radicado No. 2023 – 014, convocada por NURY ANDREA INFANTE GARCIA. 2. 
Que Fiduciaria La Previsora S.A., es una entidad de servicios financieros, cuyo 
objeto social exclusivo es la celebración, realización y ejecución de todas las 
operaciones autorizadas a las sociedades fiduciarias, por normas generales y por 
normas especiales, esto es, la realización de negocios fiduciarios, tipificados en el 
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Código del Comercio y previstos tanto en el Estatuto Orgánico del Sector Financiero, 
al igual que en las disposiciones que lo modifiquen, sustituyan, adicionen o 
reglamenten a las anteriores detalladas. 3. Que FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 
- FIDUPREVISORA S.A. a través de su Comité de Conciliación y Defensa Judicial 
procedió al análisis de la viabilidad de la solicitud de conciliación extrajudicial y 
estudió de fondo los antecedentes y hechos presentados en la solicitud del caso en 
referencia, la ley y la jurisprudencia. 4. Decisión del Comité: Teniendo en cuenta las 
consideraciones expuestas en la sesión correspondiente, FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A., FIDUPREVISORA S.A., manifiesta que SÍ LE ASISTE ÁNIMO 
CONCILIATORIO en el presente caso; existe una presunta responsabilidad de 
FIDUPREVISORA S.A., en la causación de la sanción moratoria, resaltando que la 
propuesta conciliatoria se limita únicamente sobre los días calendario de mora a 
cargo de FIDUPREVISORA S.A. Por consiguiente, los parámetros de la propuesta 
de arreglo son los siguientes  

  

 
 
El trámite de las cesantías a la docente NURY ANDREA INFANTE GARCIA se 
efectuó de conformidad con lo establecido en la Ley 1955 de 2019 y el pago se 
ordenó en la Resolución No. 9927 de 16 de octubre de 2019. Una vez elaborada la 
liquidación de la sanción moratoria, la misma arroja un total de 33 días calendario 
de mora, transcurridos entre el 24 de enero y el 26 de febrero de 2020, de los cuales 
29 días calendario de mora presuntamente son responsabilidad de la Fiduciaria y 
corresponden exclusivamente a los días en que FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. 
tuvo el trámite a su cargo, tal y como se observa en la cronología anterior. La 
liquidación de la sanción moratoria se elaboró a partir del día 71 contabilizado desde 
la radicación de solicitud de reconocimiento y pago de cesantías el 9 de octubre de 
2019; en aplicación de la Sentencia de Unificación 012 de 2018 proferida por el 
honorable Consejo de Estado. De conformidad con lo establecido en el parágrafo 
transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A. en posición propia es responsable por los días de mora causados a partir del 1 
de enero de 2020, esto es, 29 días calendario de mora. La asignación básica 
aplicable es de $4.155.177, que corresponde al salario de la docente NURY 
ANDREA INFANTE GARCIA, el 24 de enero de 2020, fecha en que inició la mora 
en el pago de las cesantías. El valor total por concepto de 29 días calendario de 
sanción por mora: $4.016.671 5. Propuesta de acuerdo conciliatorio: el pago de 
$4.016.671 que corresponde al 100% del valor antes señalado. Término de pago de 
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la propuesta: Una vez ejecutoriado el auto que aprueba el acuerdo conciliatorio por 
el juez de lo contencioso administrativo, FIDUPREVISORA S.A. dentro del término 
inaplazable de 45 días calendario, cancelará el respectivo valor de $4.016.671, para 
lo cual, el interesado debe radicar solicitud de pago ante la FIDUPREVISORA S.A., 
adjuntando el original del acta de conciliación, constancia de ejecutoria del auto que 
aprueba el acuerdo conciliatorio, certificación bancaria con una fecha de expedición 
no mayor a 30 días, fotocopia de la cédula de ciudadanía del docente, si la solicitud 
se llega realizar a través de apoderado judicial, se debe aportar el poder especial 
de rigor para dicho trámite, así como los demás documentos que dentro del trámite 
se lleguen a requerir, si es del caso. Dentro del término de 45 días calendario para 
el pago no se causarán intereses moratorios a cargo de FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A. 6. La presente certificación se emite en cumplimiento de lo 
establecido en el numeral 10 del artículo 2.2.4.3.1.2.5 del Decreto Único 1069 de 
2015. Se expide la presente a los dieciséis (16) días del mes de marzo de 2023. Lo 
anterior de conformidad con certificación que adjunto en (03) folios”. Se le concede 
el uso de la palabra al apoderado de la parte convocante para que manifieste su 
posición frente a lo expuesto por la parte convocada: “De conformidad con lo 
manifestado por el apoderado de la parte convocada se acepta en su totalidad la 
propuesta de la FIDUPREVISORA”. La Procuradora Judicial preguntó a la 
apoderada de la parte convocante si encuentra satisfechas la totalidad de las 
pretensiones indicadas en la solicitud de conciliación; quien respondió: sí. Razón 
por la cual, la procuradora decide no expedir certificación de haberse agotado el 
trámite conciliatorio frente a la SECRETARIA DISTRITAL DE BOGOTA - ALCALDIA 
DE BOGOTA, dado que todas las pretensiones de la convocante fueron conciliadas. 
Respecto del acuerdo conciliatorio contenido en el acta de audiencia de fecha 16 de 
marzo de 2023 con NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y en la presente con 
la FIDUPREVISORA S.A., se considera que contiene obligaciones claras, expresas 
y exigibles, en cuanto al tiempo, modo y lugar de su cumplimiento1 (siendo claro en 
relación con el concepto conciliado, cuantía y fecha para el pago) y reúne los 
siguientes requisitos: (i) el eventual medio de control que se ha podido llegar a 
presentar no ha caducado (art. 92 de la Ley 2220 de 2022), (ii)  el acuerdo 
conciliatorio versa sobre sobre conflictos de carácter particular y derechos 
disponibles por las partes (art. 89 de la Ley 2220 de 2022), (iii) las partes se 
encuentran debidamente representadas y sus representantes tienen capacidad para 
conciliar de conformidad con las atribuciones conferidas en los poderes que reposan 
en el expediente y que fueron incorporados en audiencia; (iv) obran en el expediente 
las pruebas necesarias que justifican el acuerdo y (v) en criterio de esta agencia del 
Ministerio Público, el acuerdo contenido en el acta no es violatorio de la Ley y no 
resulta lesivo para el patrimonio público. En consecuencia, se dispondrá el envío de 
la presente acta, junto con los documentos pertinentes, a la Contraloría General de 
la República para los fines del artículo 113 de la Ley 2220 de 2022  y al Juzgado 
Administrativo de Oralidad del Circuito Judicial de Bogotá D.C., para efectos de 
control de legalidad, advirtiendo a los comparecientes que el auto aprobatorio junto 
con la presente acta del acuerdo, prestarán mérito ejecutivo, y tendrán efecto de 
cosa juzgada2 razón por la cual no son procedentes nuevas peticiones conciliatorias 
por los mismos hechos ni demandas ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo por las mismas causas. Se deja constancia que el acta es suscrita en 
forma digital únicamente por la Procurador(a) Judicial, en tanto se trató de una 
sesión no presencial realizada a través del mecanismo digital MICROSOFT TEAMS 
por lo que la grabación en audio y video hace parte integrante de la presente acta 
se encuentra en el link 
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https://procuraduriagovcomy.sharepoint.com/:v:/g/personal/ceaugomez_procuradur
ia_gov_co/EcC4pk8jPrtG rHzNluhUD_ABK6yuf9U7X02nttCTaIXlgQ?e=7q4Bc7   
una vez culminada será remitida a los correos electrónicos suministrados por los 
apoderados de las partes en formato pdf.” 
 
 

II. CONSIDERACIONES 
 
1. COMPETENCIA 
 
Es competente este Despacho Judicial para conocer de la aprobación o improbación 
del acuerdo al que llegaron las partes de conformidad con lo establecido en los 
artículos 88, 89, 92, 95 y 113 de la Ley 2220 de 2022, que disponen: 
 

“ARTÍCULO 88. Definición de la conciliación extrajudicial en asuntos de 
lo contencioso administrativo. La conciliación extrajudicial en asuntos 
contencioso administrativos es un mecanismo alternativo de resolución de 
conflictos, autocompositivo, por medio del cual las partes, por conducto de 
apoderado, gestionan ante un agente del Ministerio Público neutral y 
calificado la solución de aquellas controversias cuyo conocimiento 
corresponda a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativa. 
 
ARTÍCULO 89. Asuntos susceptibles de conciliación en materia de lo 
contencioso administrativo. En materia de lo contencioso administrativo 
serán conciliables todos los conflictos que puedan ser conocidos por la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, siempre que la conciliación 
no esté expresamente prohibida por la ley.  
(…) 
 
ARTÍCULO 92. Conciliación extrajudicial como requisito de 
procedibilidad. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la 
conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda 
demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con 
restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias 
contractuales.  
(…) 
 
ARTÍCULO 95. Competencia para la conciliación. Las conciliaciones 
extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo serán 
adelantadas ante los agentes del Ministerio Público, de acuerdo con las 
reglas de reparto que defina el Procurador General de la Nación, las cuales 
no estarán sujetas, necesariamente, al factor de competencia territorial 
definido para los jueces de conocimiento y deberán brindar garantías de 
reparto equitativo de la carga y asegurar la imparcialidad y neutralidad frente 
al asunto de conciliación.  
(…) 
 
ARTÍCULO 113. Aprobación judicial. El agente del Ministerio Público 
remitirá, dentro de los tres (3) días siguientes a la celebración de la 
correspondiente audiencia, el acta de acuerdo total o parcial de conciliación, 
junto con el respectivo expediente al juez o corporación competente para su 
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aprobación y a la Contraloría General de la República para que conceptúe 
ante el juez de conocimiento sobre si la conciliación afecta o no el patrimonio 
público, para lo cual tendrá un término de 30 días contados a partir de la 
recepción del acuerdo conciliatorio. 
 
El concepto de la Contraloría será obligatorio en aquellos casos superiores 
a 5000 salarios mínimos legales mensuales. 
 
El juez competente al asumir el conocimiento del trámite conciliatorio 
informará a la Contraloría respectiva sobre despacho judicial a cargo del 
trámite. 
 
La decisión de aprobación o improbación judicial deberá ser adoptada dentro 
de los dos (2) meses siguientes a la fecha en que venza el plazo de la 
Contraloría para conceptuar. El plazo que tiene el juez para adoptar la 
decisión podrá prorrogarse por una única vez hasta por dos (2) meses 
adicionales para la práctica de pruebas, en caso de resultar necesario. 
 
Los términos aquí establecidos son perentorios e improrrogables. 
 
La providencia que decida sobre el acuerdo conciliatorio deberá ser 
notificada a las partes y al agente del Ministerio Público que adelantó la 
conciliación extrajudicial y a la contraloría quienes podrán interponer el 
recurso de apelación contra el auto que apruebe o impruebe la conciliación. 
 
No podrá realizarse aprobación parcial de los acuerdos conciliatorios, salvo 
aceptación expresa de las partes. 
 
La improbación del acuerdo conciliatorio no hace tránsito a cosa juzgada. 
 
El acta de acuerdo conciliatorio total o parcial adelantado ante el agente del 
Ministerio Público y el correspondiente auto aprobatorio debidamente 
ejecutoriado, prestarán mérito ejecutivo y tendrán efecto de cosa juzgada. 
 
La Contraloría General de la República, conformará grupos de trabajo 
especializados a través de las delegadas correspondientes según el sector, 
para la atención oportuna de los traslados en conciliaciones que se surtan 
ante esta.” 
 

Teniendo en cuenta que el acuerdo conciliatorio fue celebrado ante la Procuraduría 
134 Judicial II Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Bogotá, y como se está 
ante una posible demanda que se tramitaría mediante el medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho de carácter laboral de conocimiento de los jueces 
administrativos de Bogotá –Sección Segunda-, la competencia radica en este 
Despacho. 
 
 
2. LA CONCILIACIÓN PREJUDICIAL. 
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Lo que se pretende con el trámite de la conciliación extrajudicial y la celebración de 
la audiencia respectiva, es propiciar un ambiente en el que se les permita a las 
partes exponer sus argumentos y peticiones con el fin de tratar de arreglar sus 
diferencias y evitar un juicio posterior, sin que esto vulnere su derecho a demandar 
ante la jurisdicción, si así lo creen conveniente las partes para sus intereses.  
 
De conformidad con el artículo 89 y siguientes del Estatuto de Conciliación, las 
entidades públicas y las personas privadas que desempeñen funciones propias de 
los órganos del Estado, podrán conciliar total o parcialmente, en las etapas 
prejudicial o judicial, por conducto de sus apoderados.  
 
Por lo tanto, los conflictos de carácter particular y contenido económico de que 
conozca o pueda conocer la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través 
de los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación 
directa y controversias contractuales, serán conciliables, siempre que se cumplan 
los presupuestos de procedibilidad. 
 
3. PRESUPUESTOS PARA LA APROBACIÓN DEL ACUERDO. 
 
El Honorable Consejo de Estado ha señalado que la conciliación se someterá a los 
siguientes supuestos de aprobación5: 

 
a. La debida representación de las personas que concilian. 
b. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores para 
conciliar. 
c. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 
d. Que no haya operado la caducidad de la acción. 
e. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la 
actuación. 
f. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público (artículos 
73 y 81 de la Ley 446 de 1998). 

  
Así las cosas, se pasa a establecer si el acuerdo al que llegaron las partes cumple 
o no con los anteriores requisitos para impartirle aprobación.  
 
(i) Representación y capacidad de las partes. 
 
En atención a la representación de las partes, el artículo 58 de la ley 2220 de 2022 
previene lo siguiente:  

 
“ARTÍCULO 58. Asistencia y representación en la audiencia de 
conciliación. Las partes deberán Asistir a la audiencia de conciliación, y podrán 
hacerlo con sus apoderados cuando así lo consideren. 
 
En aquellos eventos en los que el domicilio de alguna de las partes no se 
encuentre en el municipio del lugar donde se vaya a celebrar la audiencia, o 

 
5 Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 2003, Sección 
Tercera.  
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alguna de ellas se encuentre por fuera del territorio nacional, o cuando ocurran 
circunstancias que configuren caso fortuito o fuerza mayor, podrá solicitarse al 
conciliador que la audiencia de conciliación pueda celebrarse con la sola 
comparecencia del apoderado de la parte, debidamente facultado para conciliar. 
 
PARÁGRAFO. En las circunstancias donde se permite la presencia del 
apoderado, sin la asistencia de la parte, este deberá aportar el correspondiente 
poder, para ser reconocido como tal. Si es una persona jurídica, la 
representación se hará a través del apoderado judicial, constituido como tal, a 
través del correspondiente poder general” (Subraya fuera de texto). 

 
De tal forma, que los apoderados que comparezcan a la audiencia de conciliación 
sin la asistencia de sus representados, deberán hacerlo con el respectivo poder con 
la facultad expresa para conciliar.  
 
Por otra parte, a la luz del artículo 89 ibidem, las entidades públicas y las personas 
privadas que desempeñen funciones propias de los órganos del Estado, podrán 
conciliar total o parcialmente los efectos económicos de un acto administrativo de 
carácter particular, por conducto de sus apoderados. En tal sentido, el artículo 54 
del Código General del Proceso, advierte que tienen capacidad para ser parte las 
personas que puedan disponer de sus derechos y las demás deberán comparecer 
por intermedio de sus representantes o debidamente autorizadas por estos.  
 
Por una parte, la SECRETARIA DISTRITAL DE BOGOTÁ - ALCALDÍA DE 
BOGOTÁ, otorgó poder a la abogada DORA LILIANA PARRA GUTIÉRREZ6.  
 
Asimismo, la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. - FIDUPREVISORA S.A. le otorgó 
poder de representación a la dra. MARÍA ALEJANDRA RAMÍREZ CAMPOS7, quien 
a su vez sustituyó poder a la dra. ROSA ELENA GONZÁLEZ ORJUELA8. 
 
Finalmente, la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, le otorgó poder general a la dra. 
CATALINA CELEMIN CARDOSO9 mediante Escritura Pública No. 129 de 19 de 
enero de 2023, quien a su vez sustituyó la representación a la abogada KAREN 
ELIANA RUEDA AGREDO10. 
 
De otro lado, la parte convocante NURY ANDREA INFANTE GARCÍA comparece 
por conducto de apoderada debidamente facultada para conciliar conforme al poder 
concedido a la Dra. PAULA MILENA AGUDELO MONTAÑA11. 
 

(ii) Que no haya operado la caducidad. 
 

 
6 Folios 32 al 39 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
7 Folios 67 al 79 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
8 Folios 80 al 83 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
9 Folios 102 al 123 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
10 Folios 124 al 125 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
11 Folios 16 al 17 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
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El Despacho advierte que en el presente caso la interesada elevó solicitud el día 23 
de diciembre de 2021 para el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, frente 
a lo cual la entidad guardó silencio, configurando el acto presunto a partir del día 23 
de marzo de 2022, sin embargo, al no existir una respuesta de fondo, no hay un 
acto definitivo para contar los términos de caducidad y por encontrarse en curso el 
procedimiento tendiente a la aprobación del respectivo acuerdo conciliatorio, no ha 
comenzado conteo alguno para determinar si existe caducidad del medio de control. 
 

(iii) derechos de carácter particular y contenido económico 
 
Se destaca que, conforme al artículo séptimo y el inciso final del artículo 89 Ley 
2220 de 2022, el acuerdo conciliatorio llevado a cabo en la Procuraduría 134 Judicial 
II Para Asuntos Administrativos entre las partes, se limita a los aspectos de 
contenido económico en lo contencioso administrativo, susceptible de conciliación, 
transacción y desistimiento, por cuanto se pretende el reconocimiento y pago de la 
sanción moratoria por pago tardío de cesantías.  
  

(iv) pruebas necesarias que soporten el acuerdo conciliatorio  
 

Esta exigencia deviene del artículo 107 del Estatuto de Conciliación, y de 
conformidad con los medios probatorios allegados al proceso, se encuentra lo 
siguiente: 
 
1. Resolución No. 9927 del 16 de enero de 2019 por la cual se dispuso, “(…) 
reconocer a la docente NURY ANDREA INFANTE GARCÍA, identificada con La 
Cédula de Ciudadanía número 52.740.507 la suma de $26.931.051 por concepto 
de liquidación parcial de Cesantías, correspondiente al tiempo de servicio por el 
periodo comprendido entre 19/01/2007 y el 30/1/2018 (…)”. 
 
2. Solicitud del día 23 de diciembre de 202112 por parte de la convocante ante la 
Secretaría de Educación del Distrito Capital de Bogotá, para el reconocimiento y 
pago de la sanción por mora, debido a la tardanza en el pago de las cesantías 
parciales. 
 
3. Auto No. 2023 – 18 del 16 de febrero de 202313 de la Procuraduría 134 Judicial II 
Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Bogotá, que admitió la solicitud de 
conciliación y fijó fecha para la celebración de audiencia de conciliación el día 15 de 
marzo de 2023. 
 
4. Acta No°. 485 del 9 de marzo de 202314, suscrita por la Secretaria Técnica del 
Comité de Conciliación de la Secretaría De Educación del Distrito, en la que se 
determinó NO conciliar.  
 

 
12 Folios 25 al 27 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
13 Folios 29 al 31 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
14 Folio 66 del documento digital “002 Demanda.pdf” 



 
 

República de Colombia 

 
Juzgado 14 Administrativo Oral 

de Bogotá D.C. 

 

 

 

 

 

15 

5. Acta N°. 9 del 7 de marzo de 202315, suscrita por la doctora Mery Johana Forero 
Torres, en su condición de secretaria técnica, en la que se expresó la postura y las 
determinaciones tomadas por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la 
Fiduciaria la Previsora S.A., en el sentido de proponer la siguiente fórmula de acuerdo: 
 

“(…) 5. Propuesta de acuerdo conciliatorio: el pago de $3.615.004 que 
corresponde al 90% del valor antes señalado. (…)”. 
 

6. Acta del 16 de marzo de 202316 suscrita por Mery Johana Forero Torres en la que 
se modificó la postura y las determinaciones del Comité de Conciliación y Defensa 
Judicial de la Fiduciaria la Previsora S.A , tomadas en el acta N°. 9 del 7 de marzo de 
2023, en el sentido de proponer la siguiente fórmula de acuerdo: 
 

“(…) Propuesta de acuerdo conciliatorio: el pago de $4.016.671 que 
corresponde al 100% del valor antes señalado. Término de pago de la 
propuesta: Una vez ejecutoriado el auto que aprueba el acuerdo conciliatorio 
por el juez de lo contencioso administrativo, FIDUPREVISORA S.A. dentro del 
término inaplazable de 45 días calendario, cancelará el respectivo valor de 
$4.016.671, para lo cual, el interesado debe radicar solicitud de pago ante la 
FIDUPREVISORA S.A., adjuntando el original del acta de conciliación, 
constancia de ejecutoria del auto que aprueba el acuerdo conciliatorio, 
certificación bancaria con una fecha de expedición no mayor a 30 días, fotocopia 
de la cédula de ciudadanía del docente, si la solicitud se llega realizar a través 
de apoderado judicial, se debe aportar el poder especial de rigor para dicho 
trámite, así como los demás documentos que dentro del trámite se lleguen a 
requerir, si es del caso. Dentro del término de 45 días calendario para el pago 
no se causarán intereses moratorios a cargo de FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A. 

 
7. Acta suscrita por el doctor Sebastián Salgado Vergara17, en su condición de 
secretario técnico. en la que se expresó la postura y las determinaciones tomadas por 
el Comité de Conciliación y Defensa Judicial del Ministerio de Educación Nacional, en 
el sentido de proponer la siguiente fórmula de acuerdo: 
 

“(…) la posición del Ministerio es CONCILIAR en la audiencia programada por 
el Despacho con ocasión a la convocatoria a conciliar promovida por   NURY 
ANDREA INFANTE GARCIA   con CC  52740507   en contra de la NACION -
MINISTERIO DE EDUCACION - FOMAG, cuya pretensión es el reconocimiento 
y pago de la sanción moratoria por pago tardío de cesantías (CESANTÍA 
PARCIAL POR REPARACIÓN - PRESUPUESTO ORDINARIO) reconocidas 
mediante Resolución No.  9927   de 16 de octubre de 2019, por la porción cuya 
financiación se realiza con cargo a los recursos TES. 
Los parámetros de la propuesta, según lo decidido en sesión No. ( 19 ) de (10 
de marzo de 2023 ), son los siguientes:  
 
Fecha de solicitud de las cesantías: 09 de octubre de 2019  

 
15 Folios 99 al 101 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
16 Folios 139 al 141 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
17 Folios 126 al 127 del documento digital “002 Demanda.pdf”” 
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Fecha de pago: 26 de febrero de 2020  
No. de días de mora hasta diciembre 2019: 7  
Asignación básica aplicable: $ 4.155.177  
Valor de la mora hasta diciembre 2019: $ 969.535  
Propuesta de acuerdo conciliatorio: $ 969.535 (100%)” 

 
8. Actas de conciliación del 16 de marzo de 202318 y del 28 de marzo de 202319 
expedidas por la Procuraduría 134 Judicial II Para Asuntos Administrativos, fechas 
en las cuales se celebraron las audiencias de conciliación.  
 
9. Finalmente, poderes mencionados en el acápite Representación y capacidad de 
las partes, de la presente decisión 

 
(v) Disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las 

partes, que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente 
respaldado en la actuación y que el acuerdo no resulte abiertamente 
lesivo para el patrimonio público. 

 
En esos términos, el Despacho debe verificar, ciertamente, la conformidad del 
señalado acuerdo con el ordenamiento, y para ello es pertinente referirse a Ley 1071 
de 31 de julio de 2006, por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 
1995, que alude a la sanción por mora, de la siguiente manera:  
 

“Artículo 2. Ámbito de aplicación. Son destinatarios de la presente ley los 
miembros de las Corporaciones Públicas, empleados y trabajadores del Estado 
y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. Para los 
mismos efectos se aplicará a los miembros de la fuerza pública, los particulares 
que ejerzan funciones públicas en forma permanente o transitoria, los 
funcionarios y trabajadores del Banco de la República y trabajadores 
particulares afiliados al Fondo Nacional de Ahorro.  
 

(…) Artículo 5. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo 
de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 
administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del 
servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido 
para el Fondo Nacional de Ahorro. 

 
Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 
de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus 
propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 
que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar 
la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la 
entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora 
en el pago se produjo por culpa imputable a este.” 

 
Por su parte, la Ley 1071 de 2006, no excluye de su aplicación a los docentes del 
Magisterio, por el contrario, su artículo 2° le es aplicable a todos los empleados y 

 
18 Folios 128 al 138 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
19 Folios 142 al 148 del documento digital “002 Demanda.pdf” 
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trabajadores del Estado, a saber: 
 
“El Consejo de Estado en sentencia del veintisiete (27) de marzo de dos mil 
siete (2007) expediente 2000-02513  explicó  “que cuando la Administración 
resuelve el requerimiento del servidor público sobre la liquidación total de sus 
cesantías en forma tardía buscando impedir la efectividad conminatoria de la 
sanción de que trata el artículo 2º  de la Ley 244 de 1995, el tiempo a partir del 
cual comienza a correr el término para que se genere la indemnización 
moratoria debe contarse desde la fecha en la cual el interesado radicó la 
petición de reconocimiento y pago de las cesantías definitivas, es decir, quince 
(15) días hábiles que tiene la entidad para expedir la resolución, más cinco (5) 
días hábiles que corresponden a la ejecutoria, en el evento de que la resolución 
de reconocimiento hubiere sido expedida, con la salvedad a que alude el mismo 
precepto, más cuarenta y cinco (45) días hábiles a partir del día en que quedó 
en firme la resolución, para un total de 65 días hábiles, transcurridos los cuales 
se causará la sanción moratoria.”   
 
Respecto al conteo de los días calendario de mora el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca acogiendo lo señalado por el Consejo de Estado en sentencia 
del 22 de noviembre de 2012, con ponencia del doctor Danilo Rojas Betancur, 
dentro del proceso Nº. 25000-23-26-000-2000-01407-01 (24872), señaló:  
 
“(…) Como se observa, la entidad que incurra en mora en el pago efectivo de 
las cesantías deberá cancelar al interesado, a título de indemnización moratoria, 
una suma equivalente a un día de salario por cada día de retardo en el pago, 
hasta cuando se produzca el pago efectivo, sin que en dicho cómputo se 
distingan días hábiles o inhábiles, por lo que deberán utilizarse días calendario 
(…)"20. 

 
Es claro entonces, que en el presente asunto se causó la sanción moratoria 
contenida en el artículo 5º de la Ley 1071 de 2006, puesto que aunque se debían 
contabilizar los 70 días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, para el 
reconocimiento y pago del auxilio de cesantía, con la renuncia de términos de la 
interesada, los términos se contaron de la siguiente manera: a partir del 09 de 
octubre de 2019, las entidades convocadas estaban obligada a observar los 
términos que le imponían las Leyes 244 de 1995 y 1071 de 2006 y estos no se 
cumplieron, por cuanto: (i) el término máximo de 15 días para resolver la solicitud 
se cumplía el 31 de octubre de 2019, pero la resolución tiene fecha de 16 de octubre 
y se notificó el día 18 del mismo mes y año,21 — por lo que no se sumaron los diez 
(10) días hábiles adicionales ya que la resolución de reconocimiento de las 
cesantías quedó ejecutoriada desde el día siguiente22 a la renuncia a términos; y 
(ii), el plazo de 45 días hábiles contados a partir del día en que quedó en firme la 

 
20 Exp. No. 760012331000200002513 01, No. Interno: 2777-2004, M.P. Jesús María Lemus, Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo 
21 Folio 20 del documento digital “002 Demanda.pdf” 

22 ARTÍCULO 87. Firmeza de los actos administrativos. Los actos administrativos quedarán en firme: (…) 3. Desde el día 
siguiente al del vencimiento del término para interponer los recursos, si estos no fueron interpuestos, o se hubiere renunciado 
expresamente a ellos. 
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resolución feneció el 24 de diciembre de 201923. 
 
Ahora bien, en el caso bajo examen quedó demostrado que la resolución de 
reconocimiento fue proferida el 16 de octubre de 2019, y que, desde el 24 de 
diciembre de 2019 hasta el 26 de febrero de 2020, fecha en que se realizó el pago 
de las cesantías de manera extemporánea, se completaron 63 días, por lo que al 
superar el término legal para que las entidades convocadas procedieran con el 
pago, corresponde reconocer a la solicitante, un día de salario por cada día de 
retardo. Para tales efectos, debe hacerse el cálculo, teniendo en cuenta el salario 
devengado al momento en que se hizo exigible el derecho, es decir en el año 2019.   
 
De tal forma que, desde la notificación y renuncia a términos para interponer recurso 
de reposición contra el acto que reconoció las cesantías, el término para el pago se 
cumplió el día 24 de diciembre de 2019. Así entonces, con base en el parágrafo 
transitorio del artículo 57 de la Ley 1955 de 2019 al Ministerio de Educación Nacional 
en efecto le correspondía cancelar los últimos 7 días de mora del año 2019 y a la 
Fiduprevisora le concernía el reconocimiento a partir del primero de enero hasta el 
25 de febrero de 2020, y como la parte convocante aceptó el acuerdo por 29 días, 
al tratarse de un derecho renunciable que no es lesivo del patrimonio público, es 
procedente entonces impartir la aprobación. 
 
Así, el Despacho advierte que, El acuerdo conciliatorio que se ha concertado de 
manera voluntaria ante la Procuraduría 134 Judicial II Para Asuntos Administrativos, 
versa sobre una sanción moratoria, es decir, no recae sobre derechos ciertos e 
irrenunciables, sino que trata de una indemnización de tipo económico.  
 
En consecuencia, el Despacho concluye que, con el material probatorio obrante en 
el expediente y que lo dispuesto en la conciliación se encuentra dentro de los 
parámetros normativos y jurisprudenciales, es suficiente para reconocer y pagar la 
sanción moratoria contemplada en la Ley 1071 de 2006, a favor de la señora NURY 
ANDREA INFANTE GARCÍA, por un valor de $969.535 que corresponde a la Nación 
– Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio –FOMAG en los términos de la certificación del 14 de marzo de 2023, 
suscrita por el doctor Sebastián Salgado Vergara; y por el monto de $4.016.671, pago 
que atañe a la Fiduciaria la Previsora S.A., según la certificación del 16 de marzo de 
2023, que modificó el Acta N°. 9 del 7 de marzo de 2023, suscrita por la doctora Mery 
Johana Forero Torres. 
 
En suma, a propósito de lo estipulado en el numeral 3 del artículo 91 de la Ley 2220 
de 2022, concerniente a los principios de la conciliación extrajudicial en asuntos de 
lo contencioso administrativo, el anterior acuerdo cumple con los requisitos legales 
y, por consiguiente, no desconoce los intereses de la parte convocante, así como 
tampoco resulta lesivo el acuerdo para el patrimonio público.  
 

 
23 Entre el 19 de octubre de 2019 hasta el 24 de diciembre de 2019. 
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Por lo anterior, no observando vicio en el consentimiento, y habiendo constatado 
que las partes están debidamente representadas y facultadas para expresar la 
voluntad en el presente acuerdo y que es permitido por la ley conciliar en este tema 
objeto de pronunciamiento; al no encontrarse un menoscabo al patrimonio público, 
ni vicios de nulidad que invaliden la actuación, se impartirá aprobación al acuerdo 
conciliatorio celebrado entre la señora NURY ANDREA INFANTE GARCÍA y la 
NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A. - FIDUPREVISORA. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá 
D.C,  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio extrajudicial suscrito los días 16 de 
marzo de 2023 y 28 de marzo de 2023 entre la NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO por un valor de novecientos sesenta y nueve mil quinientos 
treinta y cinco pesos ($969.535) y la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. - 
FIDUPREVISORA por el monto de cuatro millones dieciséis mil seiscientos 
setenta y un pesos $4.016.671, que se acordaron con la señora NURY ANDREA 
INFANTE GARCÍA celebrado ante la Procuraduría 134 Judicial II Para Asuntos 
Administrativos de Bogotá, en los términos y condiciones allí acordados, por las 
razones expuestas en la parte motiva. 
 
SEGUNDO: ADVERTIR que la presente conciliación hace tránsito a cosa juzgada y 
presta mérito ejecutivo. 
 
TERCERO: En firme esta providencia, EXPEDIR a la parte convocante y a su costa 
copia auténtica del mismo con constancia de ejecutoria en los términos del artículo 
114 del Código General del Proceso. 
 
CUARTO: Notificar de esta providencia al agente del Ministerio Público que 
adelantó la conciliación extrajudicial y a la Contraloría General de la República, 
según lo establecido en el inciso seis del artículo 113 de la Ley 2220 de 2022.           
 
QUINTO: ARCHIVAR el expediente previas las constancias de rigor. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 
 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 

Bogotá, D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: Jenny Katherine Lozano Patiño 
Demandado: Alcaldía Mayor de Bogotá – Secretaría de Integración Social 
Expediente: No. 11001-3335-014-2023-00110-00                     
            
La Ley 1437 de 20111, en los artículos 1612 a 167 y el artículo 35 de la Ley 20803, 
establecen los requisitos de las demandas de conocimiento de esta Jurisdicción4. 
 
Ahora bien, al tenor de lo dispuesto en el artículo 170 de la citada Ley 1437 de 2011, 
se INADMITIRÁ la demanda que carezca de los requisitos señalados en la Ley, por 
auto susceptible de reposición en el que se expondrán los defectos formales de que 
adolece, para que dentro del término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto, la parte actora se sirva subsanarla, so pena de 
rechazo. 
 
Así pues, al revisar el expediente citado en referencia y cotejarlo con los requisitos 
establecidos en los artículos señalados, se advierte lo siguiente: 
 
1. En lo que atañe con el contenido de la demanda, el numeral 2 del artículo 162 de 
la Ley 1437 de 2011 indica que se deberá allegar junto a sus anexos lo siguiente: 

 “ARTÍCULO 162. Contenido de la demanda. Toda demanda deberá dirigirse 
a quien sea competente y contendrá: 

(…) 
5. La petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer. En todo 
caso, este deberá aportar todas las documentales que se encuentren en su 

poder. (…)”.  (Subrayas del Despacho). 
 
Con relación a las pruebas mencionadas, el artículo 166 numeral primero exige que 
la demanda deba acompañarse de lo siguiente: 
 

  “ARTÍCULO 166. Anexos de la demanda. A la demanda deberá 
acompañarse: 

1. Copia del acto acusado, con las constancias de su publicación, 
comunicación, notificación o ejecución, según el caso. Si se alega el silencio 
administrativo, las pruebas que lo demuestren, y si la pretensión es de 
repetición, la prueba del pago total de la obligación. 

Cuando el acto no ha sido publicado o se deniega la copia o la certificación 
sobre su publicación, se expresará así en la demanda bajo juramento que se 
considerará prestado por la presentación de la misma, con la indicación de la 
oficina donde se encuentre el original o el periódico, gaceta o boletín en que se 
hubiere publicado de acuerdo con la ley, a fin de que se solicite por el Juez o 
Magistrado Ponente antes de la admisión de la demanda. Igualmente, se podrá 

 
1  Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo”. 
2 El artículo 34 de la ley 2080 de 2021, dispuso la modificación del numeral 1º del artículo 161 de la ley 1437 de 2011. 
3 Artículo 35. Modifíquese el numeral 7 y adiciónese un numeral al artículo 162 de la Ley 1437 de 2011.  
4 Ver art. 104 ib. 
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indicar que el acto demandado se encuentra en el sitio web de la respectiva 
entidad para todos los fines legales. 

2. Los documentos y pruebas anticipadas que se pretenda hacer valer y que se 
encuentren en poder del demandante, así como los dictámenes periciales 
necesarios para probar su derecho. (…)” (Subrayas del Despacho). 

En tal sentido la parte accionante hizo la relación de pruebas que se muestra en la 
siguiente captura: 

 

Al respecto de las pruebas a las que hace referencia la parte accionante, deberá 
aportar los documentos relacionados en los numerales 6, 7 y 13, so pena de tener 
por no presentados dichos medios de prueba. Lo anterior por cuanto solo se 
suministra un enlace vía web, que si bien es una ruta de acceso, NO es el 
documento en sí mismo y no garantiza la inalterabilidad del documento. Asimismo, 
el link presentado en el numeral 13 se encuentra caducado, por lo que no es posible 
acceder al expediente y los otros pueden fenecer en cualquier momento. En tal 
sentido, no se cumple con las previsiones de los artículos 243 y 245 del CGP, que 
establecen lo siguiente: 

“Artículo 243. Distintas clases de documentos. Son documentos los escritos, 
impresos, planos, dibujos, cuadros, mensajes de datos, fotografías, cintas 
cinematográficas, discos, grabaciones magnetofónicas, videograbaciones, 
radiografías, talones, contraseñas, cupones, etiquetas, sellos y, en general, 
todo objeto mueble que tenga carácter representativo o declarativo, y las 
inscripciones en lápidas, monumentos, edificios o similares. (…) 

Artículo 245. Aportación de documentos. Los documentos se aportarán al 
proceso en original o en copia. (…)” (Subraya y resalta el Despacho). 

2. En lo que atañe con el contenido de la demanda, el numeral 8 del artículo 162 de 
la Ley 1437 de 2011 indica que deberá allegar junto a sus anexos lo siguiente: 

 “ARTÍCULO 162. Contenido de la demanda. Toda demanda deberá dirigirse 
a quien sea competente y contendrá: 
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(…) 
 

8. adicionado por el artículo 35 de la ley 2080 de 2021, señala que: “El 
demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 
medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo 
cuando se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde 
recibirá notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el 
demandante cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de 
subsanación. El secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya 
acreditación se inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la 
parte demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con 
sus anexos.  
 
En caso de que el demandante haya remitido copia de la demanda con todos 
sus anexos al demandado, al admitirse la demanda, la notificación personal se 

limitará al envío del auto admisorio al demandado”. (Subraya del Despacho).  
  
Cabe destacar, que dentro del expediente no costa copia del envió por medio 
electrónico de la demanda y de sus anexos, razón por la cual el apoderado de la 
parte actora deberá acreditar, tal como lo regula la norma ya mencionada, la 
remisión de la demanda, los anexos y del correspondiente memorial de subsanación 
al canal digital que para el efecto tenga la entidad accionada.  
 
Una vez corregida la demanda, la parte actora deberá integrarla en un sólo 
documento digital con todos los anexos y allegarla al correo de 
correspondencia de la Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 
indicando en el asunto del correo electrónico SUBSANACIÓN y el número 
completo del proceso, esto a efectos del archivo digital de la correspondencia 
del expediente. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Catorce Administrativo de Oralidad de Bogotá,  
 

R E S U E L V E 
 
PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por Jenny Katherine Lozano 
Patiño en contra de la Alcaldía Mayor de Bogotá – Secretaría de Integración 
Social, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días contados a partir de la 
notificación del presente auto para que la parte actora se sirva subsanar la demanda 
en los términos dispuestos en esta providencia, so pena de rechazo. 
 
TERCERO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales 
a su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite ordinario, conforme a lo señalado en los acuerdos 
PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Las documentales deberán ser enviadas de manera 
electrónica al siguiente correo electrónico de la Oficina de Apoyo de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá: correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co. 
                        
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  

 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

CASS 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante : Luis Alejandro Montenegro Ramírez, Maira Alejandra 

Montenegro Romero, Gina Marcela Montenegro Romero 
Herederos de Gladys De Jesús Romero Carrillo 

Demandado : Nación – Ministerio de Educación Nacional - Fondo Nacional 
de Prestaciones del Magisterio FOMAG – Fiduciaria la 
Previsora S.A. – Alcaldía de Bogotá - Secretaria de Educación 
de Bogotá 

Expediente : 11001-3335-014-2023-00118-00 
 
Por reunir los requisitos establecidos en los artículos 161 y siguientes del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, procede este 
Despacho a dictar auto ADMISORIO DE LA DEMANDA de medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, instaurado por el señor 
LUIS ALEJANDRO MONTENEGRO RAMIREZ, MAIRA ALEJANDRA 
MONTENEGRO ROMERO, GINA MARCELA MONTENEGRO ROMERO 
Herederos de GLADYS DE JESUS ROMERO CARRILLO, actuando a través de 
apoderado judicial, contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 
– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES DEL MAGISTERIO FOMAG – 
FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – ALCALDÍA DE BOGOTÁ - SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, en relación al acto administrativo correspondiente al 
ficto que se configura respecto de la petición con radicado E-2022-195032 del 
04 de noviembre de 2022, conforme a lo dispuesto en los artículos 138 y 155 
numeral 2° de la Ley 1437 de 2011, tramítese por el procedimiento ordinario en 
primera instancia. 
 
Por consiguiente, se dispone: 
 

1. ADMITIR la presente demanda conforme al artículo 171 de la Ley 1437 de 
2011.  
 

2. NOTIFICAR el presente auto en forma personal al  
Representante Legal de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES DEL MAGISTERIO 
FOMAG – FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – ALCALDÍA DE BOGOTÁ - 
SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ, o a quien este haya delegado 
la facultad de recibir notificaciones, de conformidad con los artículos 197, 198 
y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 
de 2021. 
 

3.  NOTIFICAR por estado la presente providencia a la parte demandante, 
según el numeral 1° del artículo 171 de la Ley 1437 de 2011. 
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Debe advertirse que el numeral 5° del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011 señala 
que la demanda debe contener la petición de las pruebas que el demandante 
pretende hacer valer, aportando todas las documentales que se encuentre en su 
poder en los términos correspondientes a las oportunidades probatorias contenidas 
en el artículo 212 ibídem. 

 
4. NOTIFICAR el presente proveído al (la) señor(a) Agente del Ministerio 

Público Delegado(a) para este Despacho, conforme lo dispone el artículo 
171, 198 numeral 3° y 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 
48 de la Ley 2080 de 2021. 

 
5. NOTIFICAR el presente auto de manera personal al Director Nacional de la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, conforme lo establece el 
artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 612 del 
C.G.P., a su vez modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 
6. CORRER TRASLADO de la demanda de conformidad con lo previsto en el 

artículo 172 del del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, a la PARTE DEMANDADA, para que conteste 
la demanda por el término de treinta (30) días, que de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, comenzará a correr después de realizada la notificación 
a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje dirigido al buzón 
electrónico para notificaciones judiciales de la entidad demandada. 

 
Debe advertirse que la Ley 1437 de 2011, en el artículo 175 Parágrafo 1°, estableció 
para la entidad demandada el deber de allegar el correspondiente “expediente 
administrativo que contenga los antecedentes de la actuación objeto del proceso y 

que se encuentre en su poder”, el cual deberá remitirse durante el término dispuesto 
para dar respuesta a la demanda, so pena de incurrir en falta disciplinaria. 

 
7. RECONOCER PERSONERÍA para actuar al doctor Christian Alirio 

Guerrero Gómez1, identificado(a) con cédula de ciudadanía No. 
1.012.387.121 y tarjeta profesional No. 362.438 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en los términos y para los fines del poder conferido2.  
 

8. SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a su 
alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los 

 
1 Sin sanciones según el certificado No. 3523101 del Consejo Superior de la Judicatura. 
2 Documento digital “003 PODERES.pdf”, del expediente digital 
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Acuerdos PCSJA20-115673 y PCSJA20-115814, expedidos por la 
Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura. Los documentos deberán 
ser enviados de manera digital al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

CASS 

 
3 Del 05 de junio de 2020. “Por medio del cual se adoptan medidas para el levantamiento de los términos judiciales y se 

dictan otras disposiciones por motivos de salubridad pública y fuerza mayor” 
4 Del 27 de junio de 2020. “Por el cual se dictan disposiciones especiales sobre el levantamiento de términos previsto en el 
acuerdo PCSJA20-11567 de 2020.” 
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  
DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Oscar Andrés Robayo Pallares 

Demandado : Nación – Rama Judicial Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial 

Expediente : 11001-3335-014-2023-00136-00 
 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

El señor Oscar Andrés Robayo Pallares, interpuso medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de la Nación – Rama Judicial Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial y solicitó que se declare la nulidad de la 

resolución N°. 5763 del 31 de octubre de 2022, por medio de la cual se negó el 

reconocimiento del derecho a percibir la Bonificación Judicial, establecida en el 

Decreto 0383 de 2013; y a título de restablecimiento del derecho reclamó que, se 

ordenara a la Nación – Rama Judicial Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

reconocer, reliquidar y cancelar a favor del demandante dicha bonificación como 

factor salarial, contemplada en el artículo 1º del decreto 383 de 2013, procediendo 

a pagar todas las prestaciones sociales, salariales, laborales y demás emolumentos 

dejados de percibir y que a futuro se causen. 
 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 
0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 
establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 
de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 
en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 
tablas, así: (…)”. 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 
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sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)1. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 
 

 (…) En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 

proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 

salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 

creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 

de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 

manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 

fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 

las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

 
1 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el 

artículo 150 del Código de Procedimiento Civil (…)”. 



3 
 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.”  
 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual 

necesariamente implica que esta instancia judicial se abstenga de avocar el 

conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento2, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo3, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 
siguientes acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 
de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 

 
2 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 

1437 de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
3 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 

comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 
 
(iv) PCSJA22-11918 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres (3) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(v) PCSJA22-12001 del 03 de octubre de 2022, por el cual se prorroga hasta el 30 
de noviembre de 2022 los tres (3) juzgados administrativos transitorios, creados 
mediante el artículo 3° del Acuerdo PCSJA22-11918 de 2022 que continuarán 
conociendo los procesos en trámite producto de las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen similar que tienen 
a cargo, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto. 

 

(vi) PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, por el cual se crearon tres (3) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, a partir del 01 de febrero de 2023 hasta el 30 de abril de 
2023, para efectos de continuar conociendo de los procesos en trámite generados 
en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades 
con régimen similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 
operaron en el 2022, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto. 

 

(vii) PCSJA23-12055 del 31 de marzo de 2023, que dispuso prorrogar las 
medidas transitorias en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, hasta el 15 
de diciembre de 2023. 
 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 
un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 
expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 
por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 
Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 
la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados, 
particularmente, según lo previsto en el artículo 3º del Acuerdo No. CSJBTA21-44 
del 9 de junio de 2021, que dispuso: 
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Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

 
CASS 

Firmado Por:

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 014 Contencioso Admsección 2
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JUZGADO CATORCE (14) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD  
DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Bogotá D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 

 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante : Ricardo Rodríguez Mora 

Demandado : Nación – Rama Judicial Dirección Ejecutiva de Administración 

Judicial 

Expediente : 11001-3335-014-2023-00204-00 
 

Encontrándose el proceso del epígrafe para decidir sobre su admisión, advierte este 

funcionario que los jueces administrativos se encuentran incursos en la causal de 

impedimento dispuesta en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del 

Proceso, pues eventualmente nos asiste interés indirecto en el resultado del asunto 

citado en la referencia, como pasa a explicarse: 

 

El señor Ricardo Rodríguez Mora, interpuso medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de la Nación – Rama Judicial Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial y solicitó que se declare la nulidad de las 

resoluciones N°. DESAJBOR22- 2044 del 20 de abril de 2022 -sic- y la RH - 4427 
del 09 de junio de 2022, por medio de las cuales se negó el reconocimiento del 

derecho a percibir la Bonificación Judicial establecida en el Decreto 0383 de 2013, 

y se resolvió el recurso apelación interpuesto respectivamente; y a título de 

restablecimiento del derecho reclamó que, se ordenara a la Nación – Rama Judicial 

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial reconocer, reliquidar y cancelar a 

favor del demandante dicha bonificación como factor salarial, contemplada en el 

artículo 1º del decreto 383 de 2013, procediendo a pagar todas las prestaciones 

sociales, salariales, laborales y demás emolumentos dejados de percibir y que a 

futuro se causaren. 
 

De acuerdo con la anterior pretensión, el Despacho trae el artículo 1º del Decreto 
0383 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional 
establecido en los Decretos 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que 
vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 y las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá 
mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1o de enero 
de 2013, se percibirá mensualmente, mientras el servidor público permanezca 
en el servicio y corresponde para cada año al valor que se fija en las siguientes 
tablas, así: (…)”. 
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Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), en 

sala plena de la Sección Tercera con ponencia del consejero Jaime Enrique 

Rodríguez Navas y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 2018 

donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la bonificación 

reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General 

de la Nación, decidió: 

 

“Los magistrados que integran la Sección Segunda de esta Corporación 
manifestaron su impedimento para conocer del presente asunto el veinte (20) 

de septiembre de dos mil (2018), de conformidad con lo dispuesto en el numeral 

1º del artículo 141 del Código General del Proceso (CGP), aplicable por 

remisión expresa del artículo 130 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo (CPACA)1. 

 

Como sustento de lo anterior, señalaron tener un interés indirecto en la 

actuación contenciosa, al considerar que: 

 

“[…] En ese orden de ideas, la totalidad del colectivo de magistrados 
integrantes de la sección segunda de esta Corporación está incursa en 

causal de impedimento frente al medio de control incoado por la 

demandante contra la Nación – Fiscalía General de la Nación y otros, 

dado que, por un lado, nos asiste interés indirecto en las resultas del 

proceso, por cuanto de prosperar las pretensiones de la demanda se 

favorecerían no solo los empleados que prestan sus servicios en el 

despacho a cargo de quienes integran esta sección segunda, sino de toda 

la Corporación; y por el otro, las prestaciones reconocidas en los demás 

decretos demandados, si bien son en favor de servidores de la Fiscalía 

General de la Nación, la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y 

las direcciones seccionales de la Rama Judicial presentan el mismo 

fundamento jurídico, que no es otro que la Ley 4a de 1992, por lo que al 

efectuar cualquier pronunciamiento sobre esta, eventualmente podrá 

incidir de manera favorable y, de manera indirecta, en los empleados 

destacados ante cada despacho, como se dejó anotado”. 
 

 (…) En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en el presente 

proceso, ya que los artículos de los decretos demandados consagran preceptos 

salariales a los que son beneficiarios, tal como lo es, la bonificación judicial 

creada en la normatividad demandada en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a 

de 1992. Por tal motivo, la Sala considera que, acorde con el precepto legal, la 

manifestación de impedimento de los mencionados magistrados y la situación 

fáctica planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere por 

las razones que ellos exponen. 

 

En efecto, el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad 

implicaría adelantar un análisis del carácter salarial de la bonificación judicial 

 
1 “Los magistrados y jueces deberán declararse impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el 

artículo 150 del Código de Procedimiento Civil (…)”. 
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con el fin de nivelar salarialmente a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, previsto en la Ley 4a de 1992, 

hace que los Magistrados tengan un interés indirecto en el presente asunto, en 

razón a que por años han sido beneficiarios de dicha bonificación.  

 

Conforme a lo anterior, le correspondería en principio a esta Sección avocar el 

conocimiento del proceso de conformidad con lo establecido en el numeral 4 

del artículo 131 la Ley 1437 de 2011, sin embargo, observa la Sala que también 

se encuentra impedida para conocer del presente asunto al tenor de la causal 

contemplada en el numeral 1º del artículo 141 del CGP, toda vez que la 

situación fáctica planteada por la Sección Segunda también resulta aplicable 

respecto de los magistrados que integran esta Sección, así como del resto de 

consejeros que hacen parte de la Corporación.”  
 

Así pues, de acuerdo con la anterior normatividad y reseña jurisprudencial, ante una 

eventual prosperidad de las súplicas de la demanda, indudablemente se abre la 

posibilidad de obtener a favor de los Jueces de la República el reconocimiento de 

la bonificación judicial como remuneración con carácter salarial y con las demás 

prestaciones que ello implica, teniendo en cuenta que el estudio de las pretensiones 

de nulidad por inconstitucionalidad y del carácter salarial que pueda o no dársele a 

la bonificación judicial reconocida a los funcionarios y empleados de la Rama 

Judicial, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992, lo cual 

necesariamente implica que esta instancia judicial se abstenga de avocar el 

conocimiento del proceso. 

 

Aunado a lo dicho, no se garantizan los principios de imparcialidad, independencia 

y transparencia que gobiernan las decisiones judiciales, pues existe interés indirecto 

en las resultas del proceso. 

 

En tal virtud, se manifiesta impedimento para conocer del presente proceso y de 
igual manera, se considera que los jueces administrativos también se encuentran 
inmersos en la causal de impedimento2, por lo que, para el trámite de éste sería del 
caso remitir las diligencias al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, para lo de 
su cargo3, sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura ha proferido los 
siguientes acuerdos: 
 
(i) PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, por el cual se crearon dos (2) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(ii) PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021, por el cual se crea un (1) juzgado 
administrativo transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos 

 
2 Numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa del artículo 130 de la ley 

1437 de 2011, “Tener el juez, su cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el proceso”. 
3 Numeral 2° del artículo 131 de la ley 1437 de 2011, “Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que 

comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto”. 
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de Bogotá, despacho que asumirá junto a los dos juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo PCSJA21-11738 de 2021, el conocimiento de los procesos 
que se le asignen por reparto, y de los procesos en trámite generados en las 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar que registran los juzgados administrativos de Facatativá, Girardot, 
Zipaquirá y Leticia. 
 
(iii) CSJBTA21-44 del 9 de junio de 2021, por medio del cual se suspende 
temporalmente el reparto de procesos a los Juzgados Administrativos Transitorios 
de la Sección Segunda creados mediante Acuerdo PCSJA21- 11738 de 2021 en el 
Circuito Judicial de Bogotá, y se asigna temporalmente el reparto exclusivo al 
Juzgado 3 Administrativo Transitorio creado por el Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 
de junio de 2021 hasta que éste reporte una carga total de novecientos cuarenta y 
cinco (945) procesos (incluidos los procesos a ser remitidos por los Despachos de 
FACATATIVA, GIRARDOT, ZIPAQUIRA Y LETICIA) o hasta que el Consejo 
Seccional considere que estén niveladas las cargas de todos los Juzgados 
Administrativos Transitorios. 
 
(iv) PCSJA22-11918 del 02 de febrero de 2022, por el cual se crearon tres (3) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, para efectos de continuar conociendo de los procesos 
en trámite generados en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la 
Rama Judicial y entidades con régimen similar que se encontraban a cargo los 
despachos transitorios que operaron en el 2021, así como de los demás de este tipo 
que reciban por reparto. 
 
(v) PCSJA22-12001 del 03 de octubre de 2022, por el cual se prorroga hasta el 30 
de noviembre de 2022 los tres (3) juzgados administrativos transitorios, creados 
mediante el artículo 3° del Acuerdo PCSJA22-11918 de 2022 que continuarán 
conociendo los procesos en trámite producto de las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen similar que tienen 
a cargo, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto. 

 

(vi) PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, por el cual se crearon tres (3) 
juzgados administrativos transitorios en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá, a partir del 01 de febrero de 2023 hasta el 30 de abril de 
2023, para efectos de continuar conociendo de los procesos en trámite generados 
en las reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades 
con régimen similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 
operaron en el 2022, así como de los demás de este tipo que reciban por reparto. 

 

(vii) PCSJA23-12055 del 31 de marzo de 2023, que dispuso prorrogar las 
medidas transitorias en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, hasta el 15 
de diciembre de 2023. 
 

Consecuencialmente, aunque el asunto de la referencia fue asignado por reparto a 
este Despacho, al tratarse de reclamaciones salariales y prestaciones relativas a 
un(a) funcionario(a) judicial o de una entidad con régimen similar, dichos 
expedientes corresponden por reparto a las instancias judiciales transitorias, razón 
por la cual se ordenará la remisión del medio de control de la referencia al Juzgado 
Primero Administrativo Transitorio (medida temporal de descongestión) adscrito a 
la sección segunda en virtud de los acuerdos anteriormente reseñados, 
particularmente, según lo previsto en el artículo 3º del Acuerdo No. CSJBTA21-44 
del 9 de junio de 2021, que dispuso: 
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Por lo brevemente expuesto, el Juzgado Catorce (14) Administrativo Oral de Bogotá, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR EL IMPEDIMENTO antes manifestado, conforme a las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: REMITIR el presente proceso al JUZGADO PRIMERO 
ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 
BOGOTÁ, para lo de su cargo. Por Secretaría, realizar las anotaciones a las que 
haya lugar. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente manifestación de impedimento al interesado. 
 
CUARTO: SOLICITAR a las partes hacer uso de todas las herramientas digitales a 
su alcance para el envío y recepción de documentos, esto con el objeto de dar 
continuidad al presente trámite procesal, conforme a lo señalado en los Acuerdos 
PCSJA20-11567 y PCSJA20-11581, expedidos por la Presidencia del Consejo 
Superior de la Judicatura. Los documentos deberán ser enviados de manera digital 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

 
CASS 

Firmado Por:

Javier Leonardo Orjuela Echandia

Juez Circuito

Juzgado Administrativo
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Sala 014 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: f8545f67335014e7dcc0d614d606b20084230bc1c59b5aac632823329bd1fbed

Documento generado en 28/08/2023 02:16:33 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

 
JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Bogotá, D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
Ejecutivo Laboral 
Demandante: Jorge Armando Suárez Mira 
Demandado: Nación- Ministerio de Defensa Nacional – Ejército Nacional 
Expediente: No. 11001-3335-014-2023-00208-00                     
            
Previo a resolver lo que en Derecho corresponda, se requiere al apoderado del señor 
Jorge Armando Suárez Mira, para que dentro de los tres (03) días siguientes 
contados a partir de la comunicación del presente auto, allegue al presente 
expediente, copia de los documentos que relaciona en los acápites de PRUEBAS y 

ANEXOS, así: 

 

“13. PRUEBAS 

1. La sentencia.  

2. La constancia de ejecutoria  

3. La cuenta de cobro a la entidad.   

4. El derecho de petición donde se le solicita todos los documentos a la entidad 

demanda   

5. De oficio: se oficie a la entidad demandada para que aporte los documentos 

solicitados en el derecho de petición.    

14. ANEXOS 

El derecho de petición.”   
 

Lo anterior en atención a que la documental relacionada, no fue anexada junto con 
la acción y la misma es importante para el estudio previo de la solicitud de ejecución 
de la sentencia, que presentó la parte demandante. 
 
La información en respuesta a lo solicitado podrá ser enviada de manera expedita 
al correo electrónico correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, indicando en el 
asunto,  el número de radicado del proceso (23 dígitos), el juzgado y las partes, 
conforme a lo señalado en los Acuerdos PCSJA20-115671 y PCSJA20-115812, 
expedidos por la Presidencia del Consejo Superior de la Judicatura.  
 
Finalmente, allegada la documental solicitada o cumplido el término señalado, 
INGRESAR el expediente de inmediato al Despacho, para lo que corresponda.  
   
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.  
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

CASS 
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JUZGADO CATORCE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 
 
Bogotá, D.C., veintiocho (28) de agosto de dos mil veintitrés (2023) 
 
Conciliación Extrajudicial 
Convocante: Miguel Arturo Cervantes Martínez 
Convocado: Superintendencia de Sociedades 
Expediente: No. 11001-3335-014-2023-00263-00                      

   
En atención al acta que se allegó junto con anexos por parte de la Procuraduría 191 Judicial 
I Para Asuntos Administrativos de la ciudad de Bogotá, el Despacho AVOCA conocimiento 
del ACUERDO CONCILIATORIO formalizado entre el señor MIGUEL ARTURO 
CERVANTES MARTÍNEZ y la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES. 
 
Así las cosas, y previo a decidir lo que en derecho corresponda, se avizora que, con los 
anexos presentados no se allegó constancia de la remisión del acuerdo ante la Contraloría 
General de la República para que emita el correspondiente concepto, según lo ordenado 
en el artículo 113 de la Ley 2220 de 2022 por medio de la cual se expide el Estatuto de 
Conciliación, que establece lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO 113. Aprobación judicial. El agente del Ministerio Público remitirá, dentro 

de los tres (3) días siguientes a la celebración de la correspondiente audiencia, el acta 

de acuerdo total o parcial de conciliación, junto con el respectivo expediente al juez o 

corporación competente para su aprobación y a la Contraloría General de la República 

para que conceptúe ante el juez de conocimiento sobre si la conciliación afecta o no el 

patrimonio público, para lo cual tendrá un término de 30 días contados a partir de la 

recepción del acuerdo conciliatorio. 

 

El concepto de la Contraloría será obligatorio en aquellos casos superiores a 5000 

salarios mínimos legales mensuales. 

 

El juez competente al asumir el conocimiento del trámite conciliatorio informará a la 

Contraloría respectiva sobre despacho judicial a cargo del trámite. (…)” (Subraya el 
Despacho). 

 
En consecuencia, el Despacho ordena, por secretaría REMITIR copia del presente 
expediente digital ante la CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, para que tenga 
conocimiento de las actuaciones y de ser necesario se sirva, PRESENTAR EL 
CORRESPONDIENTE CONCEPTO dentro del término establecido de treinta (30) días a 
partir de la comunicación y envío del proceso virtual.  
 
Allegado el pronunciamiento requerido o cumplido el término señalado, INGRESAR el 
expediente de inmediato al despacho, para lo que corresponda.  
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 
 

JAVIER LEONARDO ORJUELA ECHANDÍA 
JUEZ 

 
CASS 
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